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RESUMEN 

La presente investigación aborda la problemática de la defensa eficaz en el marco de la 

conclusión anticipada, para el efecto realiza un análisis crítico de la jurisprudencia de la Corte 

Suprema entre 2004 y 2023. El estudio revela que, pese a la importancia de la defensa eficaz como 

garantía procesal, los abogados defensores a menudo no informan de manera adecuada a los 

acusados sobre los riesgos y beneficios de acogerse a la conclusión anticipada. Esta falta de 

información puede llevar a decisiones desfavorables para los imputados, afectando su derecho a 

un juicio justo. 

El objetivo principal de esta investigación es identificar los criterios que definen una 

defensa eficaz en los casos de conclusión anticipada, y determinar cómo la jurisprudencia 

nacional ha abordado esta cuestión. A través de un enfoque cualitativo, se analizaron cincuenta 

sentencias relevantes de la Corte Suprema, lo que permitió identificar vacíos en la normativa y en 

la actuación de los defensores. Los resultados reflejan una falta de estándares claros que guíen la 

labor de los abogados, lo cual impacta en la equidad del proceso judicial. 

La investigación concluye que es necesario establecer parámetros más específicos y 

objetivos que regulen la defensa técnica en los casos de conclusión anticipada, con el fin de 

asegurar que los imputados reciban una representación adecuada y que sus derechos procesales 

sean respetados. Esto contribuiría a fortalecer la administración de justicia y a garantizar una 

defensa más equitativa. 

 

Palabras clave: Defensa eficaz, conclusión anticipada, estándares judiciales, defensa 

técnica, aceptación de cargos. 

 

  



 
 

 

ABSTRACT 

This research addresses the problem of effective defense in the context of early 

termination, for which purpose it carries out a critical analysis of the jurisprudence of the Supreme 

Court between 2004 and 2023. The study reveals that, despite the importance of effective defense 

as a procedural guarantee, defense attorneys often do not adequately inform defendants about the 

risks and benefits of opting for early termination. This lack of information can lead to unfavorable 

decisions for the accused, affecting their right to a fair trial. 

The main objective of this research is to identify the criteria that define an effective 

defense in cases of early termination, and to determine how national jurisprudence has addressed 

this issue. Through a qualitative approach, fifty relevant Supreme Court rulings were analyzed, 

which allowed us to identify gaps in the regulations and in the actions of defense attorneys. The 

results reflect a lack of clear standards to guide the work of attorneys, which impacts the fairness 

of the judicial process. 

The research concludes that it is necessary to establish more specific and objective 

parameters to regulate technical defense in cases of early termination, in order to ensure that 

defendants receive adequate representation and that their procedural rights are respected. This 

would contribute to strengthening the administration of justice and ensuring a more equitable 

defense. 

 

Keywords: Effective defense, early termination, judicial standards, technical defense, 

acceptance of charges. 
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Introducción 

El derecho a una defensa eficaz constituye una garantía esencial del debido proceso en el 

marco del sistema penal peruano, consagrado en la Constitución y el Código Procesal Penal. Este 

principio asegura que toda persona acusada cuente con la asesoría adecuada de un abogado 

defensor que, a través de una actuación diligente, garantice la protección de sus derechos durante 

todas las etapas del proceso judicial. No obstante, la práctica ha evidenciado deficiencias 

significativas en la defensa técnica, especialmente en los casos donde se aplica el mecanismo de 

conclusión anticipada. 

La conclusión anticipada es una herramienta procesal diseñada para agilizar los juicios 

penales, permitiendo al acusado aceptar los cargos a cambio de una reducción de la pena. Aunque 

este mecanismo pretende descongestionar el sistema judicial, su aplicación ha generado 

preocupaciones sobre la efectividad de la defensa en estos casos. Muchos abogados no brindan al 

acusado la información necesaria sobre las consecuencias de aceptar los cargos, lo que puede 

resultar en decisiones desfavorables que afectan su derecho a una defensa adecuada. 

La jurisprudencia de la Corte Suprema, entre 2004 y 2023, ha reflejado la ausencia de un 

estándar claro sobre lo que constituye una defensa eficaz en el contexto de la conclusión 

anticipada. Los pronunciamientos judiciales, si bien reconocen el derecho a la defensa, no 

establecen criterios específicos para evaluar la calidad de dicha defensa, lo que ha llevado a fallos 

que vulneran los derechos de los imputados. 

Este trabajo de investigación se propone analizar los criterios de la defensa eficaz en los 

casos de conclusión anticipada, evaluando la jurisprudencia nacional y exponiendo las falencias 

observadas en la práctica judicial. A través de un análisis cualitativo de 50 sentencias, se busca 

identificar los parámetros que deben regir la actuación de los abogados defensores en esta fase 

procesal. 

Finalmente, la investigación plantea la necesidad de establecer estándares judiciales más 

rigurosos que permitan garantizar una defensa técnica efectiva, asegurando que los imputados 

tomen decisiones informadas y que el proceso penal se desarrolle de manera justa y equitativa. 
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Capítulo I 

1. Planteamiento del problema 

1.1. Determinación del problema 

En la actualidad, la jurisprudencia nacional le ha dado especial desarrollo a una de las 

categorías con mayor relevancia para nuestro proceso penal, pues la defensa eficaz es la fórmula 

afianzada y concreta de la garantía al derecho de defensa. La línea del criterio judicial aplicable a 

este tópico funda su condición decisiva a través de los pronunciamientos de la Corte Suprema de 

Justicia; no obstante, es preciso indicar que las posturas vertidas en las sentencias acerca de la 

defensa “eficaz” adolecen de una calidad meramente enunciativa, es decir, se ha logrado 

evidenciar una falta de determinación específica sobre cuáles serían los criterios elementales de 

esta garantía procesal. 

A partir de dicha premisa, el contexto problemático circundante a esta indeterminación 

adquiere una relevancia mayor cuando, por ejemplo, el abogado defensor insta a su representado 

—el acusado— a realizar una conformidad procesal de los hechos que se le imputan sin trasladarle 

la suficiente información sobre los plausibles riesgos al acogerse a este mecanismo. Como se 

podrá observar a partir de la investigación, esto trae consigo un escenario distinto al esperado por 

el acusado al momento de escuchar la sentencia conformada que recaerá en su perjuicio. 

Atendiendo a este punto, la conclusión anticipada como instrumento para acordar la 

conformidad de hechos y la derivación del beneficio procesal con una disminución en la cuantía 

de la condena; conviene resaltar que una de las particularidades del nuevo modelo procesal, radica 

en optimizar razonablemente los mecanismos de conformidad procesal, y aunque el panorama 

nacional opera con una perspectiva altamente litigiosa (Poder Judicial, 2023, p. 19), la conclusión 

anticipada brinda, en buena cuenta, una alternativa descongestionante a la labor jurisdiccional de 

los despachos penales; por lo tanto, esta es indudablemente, una ligera brecha entre una pena de 

carácter efectiva y una pena de carácter suspendida. 

1.2. Enunciado del problema 

En este sentido, abordar la conclusión anticipada conjuntamente con la defensa eficaz, 

nos permite entrelazar dos aspectos problemáticos bastante cotidianos en la práctica judicial; el 

primero referido a la declaratoria de responsabilidad con reducida comprensión del acusado, y el 

segundo, con relación a la declaratoria de responsabilidad con aprobación del acusado y 

disconformidad futura; ambos supuestos argüidos en la ausencia de una defensa de carácter eficaz. 

Por lo tanto, lo que procuró esta investigación fue identificar aquel estándar idóneo concerniente 

a la defensa eficaz al momento de promoverse la conformidad procesal, lo cual implicó 

necesariamente un estudio centrado en brindar una selección de parámetros que propicien el 
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estándar requerido para catalogar una defensa como eficaz al interior del procedimiento de 

conclusión anticipada. 

1.3. Descripción del problema 

Un enfoque crítico de la situación deriva en que un gran número de imputados sujetos al 

juzgamiento carecen de la asesoría idónea para enfrentar en la etapa plenaria el despliegue de una 

estrategia penal en su contra; esto debido a una serie de factores que contribuyen entre sí, como, 

por ejemplo, el carente dominio de las técnicas litigación oral, y por añadidura, la ausencia de 

actuación probatoria suficiente para el debate, además se presentaron escenarios donde se advirtió 

una insuficiencia argumentativa en relación a la tesis acusatoria, lo cual, también fue un factor 

determinante para la falta de presentación recursos procesales ordinarios, impugnatorios u otra 

naturaleza, entre otros. 

Muy aparte de estos escenarios descritos, donde la defensa técnica actúa con evidente 

descuido en el ejercicio de su profesión, existieron otros contextos de relevancia para la 

investigación, estos se materializaron a partir de la observación de conformidades procesales 

tácitas en la etapa de juicio sin la aplicación del mecanismo procesal de conclusión anticipada. 

Estos supuestos se vinculan a una problemática real pues, no es extraño encontrar sendos 

juzgamientos culminados a través de la conformidad procesal siendo impugnados, destacando, un 

denominador común entre ellas, el cual es catalogar la actuación de la defensa técnica como 

ineficaz, y es allí donde se apertura una serie de factores que inciden en el juicio de 

responsabilidad. Una revisión preliminar de las decisiones de la Corte Suprema permite advertir 

una discreta disonancia entre los pronunciamientos supremos, lo cual nos lleva a cuestionarnos si 

es que en algunas particularidades permiten posicionar a la defensa como ineficaz, o es que existe 

un estándar válido para brindar conformidad a la conclusión anticipada. 

Ahora bien, la problemática que se suscita en torno a la defensa eficaz al interior de la 

conclusión anticipada, implica la necesidad de indagar sobre la existencia de un estándar objetivo 

en la defensa penal, sin embargo, es también un dato trascendente, que la defensa eficaz se ha 

convertido en un aliciente argumento de gran parte de los imputados a efecto de subsanar 

omisiones en su estrategia legal; estos dos factores, no hacen sino proyectar el carácter urgente 

para el establecimiento de parámetros de interpretación judicial; ello con la finalidad de evitar 

cuestionamientos futuros al reconocimiento de responsabilidad, y así impedir desnaturalizar la 

institución de la conclusión anticipada. 
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1.4. Justificación 

Ámbito Jurídico  

Desde el ámbito jurídico, nuestra investigación abordó una de las instituciones con mayor 

incidencia en el proceso penal, en ese sentido, comprendió un exhaustivo análisis de la defensa 

eficaz y su incidencia en el mecanismo de conclusión anticipada, cabe destacar que actualmente 

existe una ausencia en los estudios pormenorizados que comprendan la relación aplicativa entre 

ambas instituciones, por lo tanto, la jurisprudencia nace como la fuente del Derecho llamada a 

llenar estos vacíos. 

Ámbito académico 

Desde el ámbito académico, nuestro estudio es útil como trabajo base para la comunidad 

jurídica, pues, permite se desarrollen mayores investigaciones que aborden la problemática de la 

defensa eficaz al interior de la conclusión anticipada, específicamente en atención a las prácticas 

advertidas que se fundamentan en nuestra normatividad procesal penal. Atendiendo este objetivo, 

el escaso número de investigaciones nos inclinó a recolectar la doctrina jurisprudencial particular 

de cada institución y encontrar el punto de conexión que siempre ha estado presente, pero ha sido 

poco estudiado. 

Ámbito innovador 

Desde el ámbito innovador, nuestra labor conllevó un estudio novedoso puesto que la 

dogmática nacional ha omitido brindar tratamiento exhaustivo, e incluso, las investigaciones 

actuales al abordar la defensa eficaz se limitan a desarrollar una transcripción de los parámetros 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Ruano vs Ecuador, y en lo tocante a 

la conclusión anticipada del juzgamiento, se limitan aún más los estudios especializados. 

2. Objetivos 

General 

Identificar el estándar de la defensa eficaz en la conclusión anticipada desde la 

jurisprudencia de la Corte Suprema 2004 - 2023. 

Específicos 

1. Identificar los presupuestos de la institución de la defensa eficaz en el proceso 

penal. 

2. Analizar los parámetros de la conclusión anticipada al interior del juzgamiento 

penal. 

3. Indagar la relación entre la defensa eficaz y la conclusión anticipada en el proceso 

penal. 
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3. Marco teórico 

3.1. Conceptos básicos 

3.1.1. El derecho a la defensa 

La Constitución Política del Perú (art. 139, inc. 14) asegura el derecho a tener un abogado 

defensor desde el momento en que la persona es convocada o detenida por cualquier autoridad. 

Además, establece el principio a no ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa del 

proceso. Del mismo modo, el Código Procesal Penal (art. IX del Título Preliminar y art. 71), 

reconoce el derecho a la defensa para el imputado, incluyendo la posibilidad de ser asistido por 

un abogado de su elección. Disponiendo que, si el imputado no puede designar a un abogado 

defensor privado debido a sus limitados recursos económicos, el Estado le proporcionará una 

defensa pública de forma gratuita (art. 80). 

San Martín Castro, citando a Maier, recoge que la defensa es una garantía procesal que 

incluye el derecho a intervenir en procesos penales abiertos para determinar las medidas penales 

que puedan adoptarse en su contra y a adoptar todas las acciones necesarias para detectar la 

irracionalidad de las autoridades penales o cualquier otra circunstancia excluyente o atenuante 

[...] entre otros: (i) dentro del contexto de acceso a la tutela, (ii) con el propósito de controlar las 

pruebas de cargo que pueden usarse legalmente en la sentencia, (iii) con el propósito de probar 

los hechos en los que se basa, con el propósito de excluir o mitigar la respuesta al delito, y (iv) 

evaluar las pruebas aportadas y fundamentarlas de hecho y de derecho para obtener una decisión 

judicial favorable de conformidad con su criterio (San Martín, 2015). 

El mismo autor, acogiendo las ideas de Alsina, detalla que la garantía de protección 

procesal no significa que las partes deban ser oídas y tener derecho a presentar sus pruebas en 

cualquier momento y sin restricciones formales, sino que pueden hacer valer sus derechos sigo el 

derecho procesal. Las leyes -establecidas y administradas por la Constitución- son las que pueden 

regular proporcionalmente esta facultad, limitarla de manera compatible con facultades similares 

de otros sujetos procesales y con el interés público de lograr una eficaz administración de justicia 

(San Martín, 2015). 

El ejercicio adecuado del derecho a la defensa se expresa en una serie de derechos 

instrumentales, que también son de importancia constitucional, que son: (i) el derecho a la 

asistencia jurídica y a la autodefensa, (ii) el derecho a utilizar medios probatorios adecuados -en 

un sentido más amplio- tenemos al derecho a examinar y decidir las pruebas que sean pertinentes; 

y (iii) el derecho a no incriminarse ni admitir culpabilidad (Gimeno, 2015). 
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3.1.2. Derecho a un abogado defensor 

La mayoría de naciones tienen como fundamento a la Constitución, por lo tanto, 

siguiendo la lógica opuesta, es imposible condenar a alguien como culpable de un delito si no 

existe una sentencia respaldada por pruebas que se hayan presentado legalmente en el juicio y que 

posean suficiente fuerza probatoria para demostrar con certeza ese aspecto. En consecuencia, 

cualquier castigo solo puede ser dictado después de un proceso judicial. 

Por ello, el imputado lego, evitando criticar negativamente las habilidades y 

conocimientos que pueda tener en cada caso particular, necesita de un abogado que le asesore 

sobre sus derechos y posibilidades, apoye y represente sus intereses para velar por el 

cumplimiento de la legalidad del debido proceso previsto estrictamente en la Carta Magna y la 

Ley, lo que se respeta es lo que técnicamente refuta las pruebas y los argumentos de la fiscalía, al 

tiempo que resalta las pruebas y los argumentos de la defensa, tanto fácticos como jurídicos. 

(Jauchen, 2014). 

El destacado jurista Roxin, asevera que el abogado de la defensa no es el único encargado 

de las necesidades del acusado sino que es un órgano de derecho independiente, el mismo actúa 

como asistente del acusado y también está sujeto a los intereses de la funcionalidad del sistema 

de justicia penal (Roxin, 2000). 

En esa medida, tenemos que la defensa técnica es ejercida por un letrado, quien debe 

realizar actividades científicas direccionadas a brindar asesoramiento técnico al 

investigado/imputado/acusado sobre sus derechos y obligaciones, vigilar la legalidad del proceso, 

presentar críticamente argumentos y medios probatorios contrarios a la acusación, entendido ello 

a partir del doble enfoque de la verdad, también son actividad pertinente recurrir la sentencia o 

impugnación de medidas preventivas. (Jauchen, 2014). 

3.1.3. Defensa eficaz 

3.1.3.1.  Contenido 

Se puede afirmar que el derecho a la defensa es parte del debido proceso, a partir de este 

aspecto se precisa un tipo de estado garantista en lo relativo al sujeto interviniente del proceso, a 

efecto de no tratarlo como un mero objeto, es decir, un medio procesal para alcanzar la verdad 

judicial. Así pues, el derecho a la defensa en el ámbito penal se extiende desde el momento en 

que una persona es centro de imputaciones que lo refieren como autor o partícipe de un hecho 

enmarcado como ilícito, hasta incluso el momento de ejecución de la sentencia. Llega a tal grado 

de importancia que incluso es considerado como una garantía (integra un derecho fundamental) 

de un justo proceso además de que está consagrado en la Constitución en el art. 139, inc. 14: “El 

principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso”. 
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Como se precisó líneas arriba, esta condición integra un derecho fundamental, por lo que 

presenta la característica de ser irrenunciable, es decir que no se puede renunciar al derecho a la 

defensa, siendo así, no se podría pretender al juez de la etapa del proceso que corresponde la 

renunciabilidad de este derecho. No obstante, este derecho no involucra sólo la presencia de un 

abogado defensor, sea de elección o sea de oficio, sino un desenvolvimiento idóneo que cumpla 

con garantizar presupuestos relativos al derecho a la defensa, debido proceso, derecho a 

contradicción, derecho a la igualdad de armas, entre otros. 

Por tanto, la defensa eficaz, como señala el profesor José Fernando Teseyra (2011), 

representa una garantía constitucional para el imputado, fundamental para garantizar un debido 

proceso. Existiendo consenso entre la doctrina y la jurisprudencia al afirmar que, para asegurar el 

respeto al derecho de defensa en un caso específico es fundamental que el imputado cuente con 

la asistencia efectiva de un profesional legal durante todas las fases del proceso. 

Ahora bien, el jurista Abel Cornejo, evidencia una falta de antecedentes dogmáticos, 

normativos o jurisprudenciales que expresen concretamente lo que debe entenderse por defensa 

técnica «efectiva», sino al contrario, estas fuentes jurídicas se abocan indicar ciertos contextos 

donde se puede afirmar su ineficacia. En otros términos: cuando la doctrina y jurisprudencia se 

refieren a la «efectividad» con la que debe caracterizarse toda defensa penal, en rigor no hacen 

más que enunciar con más o menos detalle, según el caso, las falencias contenidas en el despliegue 

de la defensa en un caso en concreto (Cornejo, 2016). 

Al respecto, podemos indicar que la indefensión —por lo general— no se manifiesta de 

forma inmediata, sino que puede desarrollarse a lo largo del proceso penal. A pesar de esto, 

siempre habrá aspectos objetivos visibles que indiquen el inadecuado desempeño del abogado 

defensor, y es en este punto —no en otro— donde el juez debe tomar medidas necesarias para 

corregir dicha situación. 

El destacado jurista Nakazaki (2006) en referencia a las facetas del contenido de la 

defensa eficaz, indica que va a comprender el abogado intervenga en base al derecho a 

contradicción debidamente fundamentada orientada hacia los hechos, las pruebas y también sobre 

los argumentos de cargo formulados por parte del Ministerio Público. Exige la intervención del 

abogado en todos los momentos pertinentes del proceso, dicha participación se encuentra sujeta 

desde el momento en donde el abogado declare su calidad de representante legal del imputado 

hasta el momento cuando este último decida desistir de su apoyo y opte por elegir a otro abogado 

de su libre elección, o en su defecto, se le imponga un abogado de oficio. 

Dentro del contenido también indica el jurista que la asistencia del abogado es obligatoria 

desde el momento cuando se formula la imputación, es decir, la defensa es igual de valiosa en 

cualquier etapa del proceso. En caso haya una renuencia por el imputado de elegir a un abogado 
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o como en muchos casos sucede que el imputado no puede correr con los gastos de un abogado 

de su libre elección, es labor de la administración judicial designar a un abogado de oficio y 

también parte de su labor asegurar la presencia de tal defensor. 

3.1.3.2.  Estándar internacional 

Los pronunciamientos en el exterior de alguna manera nos permiten comprender los 

límites o la extensión de los derechos sobre los cuales se tratan, así como su armonía en el 

tratamiento de los demás países, ello con el objetivo de que al solucionar problemas de manera 

individual se encuentren soluciones óptimas de tal caso no sea necesario acudir al ámbito 

supranacional. 

En el sector internacional encontramos normas que dan someros alcances relacionados 

con una defensa eficaz. La Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 8 nos 

refiere a las garantías judiciales, encontramos una amplia gama de derechos y garantías que están 

relacionadas con el derecho a la defensa y por ende también a una defensa eficaz. En tal sentido, 

en el caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú (treinta de mayo de 1999), la CIDH (Corte 

Interamericana de Derecho Humanos) expone sobre el artículo 8 de la convención que la defensa 

eficaz está ligada a la garantía y derecho de defensa, indica pues que la presencia del abogado 

defensor no es un acto de naturaleza eminentemente formal, sino por el contrario entendemos 

nosotros, la defensa debe estar hecha por un abogado defensor capacitado. El abogado de oficio, 

entonces, no es una expresión de la función del Estado de cumplir con el rito correspondiente a la 

legitimidad del proceso penal, es decir, no es un fin en sí mismo, sino que está orientada a 

salvaguardar los intereses del acusado. 

En un caso de Argentina, con referencia al juicio internacional de Rojas Marín vs Perú 

(doce de marzo de 2020), se valoró que hubo una vulneración a la defensa procesal porque el 

acusado fue objeto de condena, pero sin haber “sido oído”. Se llega a tal conclusión debido a que 

el abogado de oficio no hizo ningún esfuerzo legal (no se pronunciaba sobre la defensa de su 

representado). Lo más interesante es que el Tribunal Supremo argentino permitió una 

relativización del derecho de defensa en caso exista una ausencia de la defensa o en caso se haya 

producido el abandono del abogado, en consecuencia, el Tribunal instaura la exigencia judicial 

de la defensa como un método efectivo de contradicción. 

Así pues, ordenamientos jurídicos de países como Colombia, Bolivia y Costa Rica fijan 

que no basta con la garantía de un profesional del derecho como asesor en un sentido material, 

sino también, se ejerza una defensa efectiva sobre la causa. Así mismo que como ya se dejó en 

claro previamente, el derecho a la defensa es parte del debido proceso en tanto exista una 

representación más allá de la formalidad, sino una materialización del derecho practicado de 

forma efectiva o dicho de otro modo, eficaz. Se considera también que hay una vulneración al 
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derecho al debido proceso cuando los defensores de oficio tienen un rol pasivo o en el peor de los 

casos nulo cuando se trata de defender al acusado, pero no debe limitarse en tal sentido al defensor 

de oficio, sino también debe extenderse a los abogados de libre elección puesto que también son 

pasibles de tener una actuación así. 

Por su parte, el Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, máximo defensor de los 

Derechos Humanos en Europa, expande el contenido en casos emblemáticos como en caso 

“Airey”, “Ártico”, “Pakelli” y “Goddi” donde el estado no se enfoca en asegurar que el imputado 

tenga un abogado designado, sino que tenga la asistencia de este, es decir, debe garantizar la 

asistencia de un abogado, ello garantiza a la vez otro derecho de carácter procesal y la igualdad 

entre las partes. 

3.1.3.3.  Marco Nacional 

Desde la jurisprudencia se ha obtenido avances positivos respecto de la aplicación de la 

adecuada defensa, por ende, también tiene una injerencia positiva en otros aspectos del proceso 

como el debido proceso, igualdad de armas, el derecho a la contradicción, etc. En ese sentido, el 

máximo intérprete de la Constitución Política ha señalado –de acuerdo con el criterio de entes 

internacionales, así como tribunales de otros países– que el derecho a la defensa no consta con la 

designación de un abogado a libre elección o designado por el Estado, sino se encuentra enfocada 

a la debida diligencia en el actuar del letrado; lastimosamente, esta constancia jurisprudencial no 

determina cuál sería el estándar de “diligencia” en la actuación del abogado. 

También la Corte Suprema se ha pronunciado en la casación 898-2021 Ica (25 de abril de 

2023), donde señala que el ejercicio del derecho a la defensa no debe contar con defectos en riesgo 

de sobrevenir en un estado de indefensión. En tal caso, la Corte Suprema ordena el apartamiento 

del proceso al abogado que no cuente con las capacidades jurídicas materiales y procesales 

suficientes para ejercer la defensa del imputado que representa. Este parámetro legal tiene la 

finalidad de evitar una situación de arbitrariedad judicial capaz de fundamentar una sentencia 

fuera de los límites garantizados de los derechos fundamentales. En otra casación, casación 864-

2016 de Santa (27 de setiembre de 2017) se da énfasis en que se debe salvaguardar una defensa 

eficaz y que es el juez el llamado a subsanar tales situaciones que vendría a ser el apartamiento 

del abogado defensor que cuenta con falencias en la defensa. 

En ese sentido es que corresponde señalar cuales son aquellas aptitudes con las que debe 

contar un defensor. Por ejemplo, la Corte Suprema de EE. UU. En el caso Strickland vs. 

Washington (catorce de mayo de 1984) señaló que debe existir una razonabilidad de la actuación 

del abogado, también una presunción de la adecuación de la conducta del letrado demostrativa de 

una debida actuación, del mismo modo, deben ser conclusivas las causas por las cuales alguna 

actuación resulta innecesaria. 
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En nuestro ámbito nacional, contamos con el Recurso de Nulidad N° 1432 – 2018 (diez 

de junio de 2019) donde se nos mencionan una serie de indicativos de una vulneración a la defensa 

por parte de los defensores. Estos indicativos en cuestión son los siguientes: 

3.1.3.4.  Ausencia de actuaciones probatorias 

Por mínima actividad probatoria podemos entender a la obtención, aseguramiento y 

conservación de elementos útiles para acreditar la veracidad de un hecho. Usualmente se relaciona 

con la función del Ministerio Público a lo largo del proceso, no obstante, cuando hablamos de 

defensa técnica, trasladamos, el abogado debe tener una actuación que esté orientada a realizar 

todos los actos pertinentes que le permitan acreditar la veracidad de los hechos parte de su 

estrategia legal. Con ello se estaría validando principalmente el derecho a contradicción, en tanto, 

la actividad probatoria es necesaria para la acreditación de hechos contrapuestos a los formulados 

por el representante del Ministerio Público. 

3.1.3.5. Falta de actividad argumentativa a favor de los intereses del imputado: 

La actividad argumentativa en este aspecto está íntimamente relacionada con el derecho 

de contradicción, de ella se espera que la actividad argumentativa por parte del abogado se 

fundamente y contradiga los argumentos acusatorios formulados por el fiscal, a efecto de 

favorecer la defensa de su representado; en tal caso, al existir una inactividad argumentativa es 

posible concluir la inobservancia de la garantía al derecho de contradicción del abogado como 

también se provocaría el mencionado estado de indefensión. 

3.1.3.6.  Falta de conocimiento litigioso sobre las técnicas y normas sustantivas 

Resultaría inverosímil esperarse que el debido proceso sea garantizado cuando el 

defensor cuente con un desconocimiento del mismo proceso. Del mismo modo, facilita la tesis 

del Ministerio Público, quien opta por acusar en la mayoría de los casos donde no exista una 

probabilidad casi absoluta (certeza) de la inocencia del investigado. Dicha tendencia va a tener 

una gran repercusión si el responsable de la defensa desconoce el esquema procesal y por lo tanto 

se presente una inadecuada oposición procesal. 

El recurso de nulidad en cuestión nos refiere la falta de algunos letrados sobre las normas 

técnicas procesales, pero también es determinante el ámbito del derecho sustantivo, lo que 

conocemos como el conjunto de normas relacionadas con los delitos que lo encontramos en el 

Código Penal y diversas leyes. El conocimiento del derecho sustantivo es tan importante como su 

parte procesal o derecho adjetivo, pues, procesalmente, se regula la aplicación de normas 

sustantivas, en ese caso, sin este no habría razón de ser de aquel. Entonces, si se desconoce del 

ámbito sustantivo sería poco viable encontrarnos frente a una adecuada defensa. Mayor relevancia 

cobra en la actualidad debido a que cada vez se va haciendo compleja la composición de los 

delitos a razón de avances jurisprudenciales y de doctrinarios; por ello, son recurrentes las 
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modificatorias respecto de los delitos las cuales deben ser aprendidas por el letrado, pues de no 

tener un conocimiento sobre estos, no podría garantizar una adecuada defensa. 

3.1.3.7. Ausencia de acciones impugnatorias en defensa de los derechos del 

representado. 

El proceso penal facilita la utilidad de cuatro recursos en el art. 413 del NCPP: reposición, 

apelación, casación y queja. Cada uno de estos tiene en concreto una finalidad diferente, no 

obstante, están ligados a garantizar y favorecer al imputado en el transcurso del proceso. Así pues, 

la reposición versa sobre apartarse de una decisión parcializada, la apelación recurrir a una 

segunda instancia para garantizar una adecuada decisión por parte del juez, la casación está 

vinculado con garantizar una adecuada aplicación del derecho y por último la queja sirve para 

resolver decisiones cuando el juzgado por error, negligencia o arbitrariedad declara el rechazo de 

una petición de parte. Al análisis de cada uno de los recursos advertimos que están ligados a la 

defensa del acusado, así como ciertos derechos constitucionales como a la pluralidad de 

instancias, ser juzgado por un juez imparcial, etc. En todo caso, al no interponer alguno de estos 

recursos en el momento pertinente, podría dar paso para que se vulnere otros derechos, así como 

el de la defensa puesto que no habría una adecuada defensa al no plantear los mencionados 

recursos cuando corresponde. 

3.1.3.8.  Deficiente o ausente argumentación de los recursos presentados. 

Si bien la interposición de los recursos estipulados en el artículo 413 del Código procesal 

Penal es un reflejo del derecho a la defensa en apariencia, no debe de obviarse la debida 

fundamentación de tales recursos que, finalmente es lo que permitirá la admisión de estos. En ese 

sentido, tiene el mismo valor el no presentar los recursos con la acción de presentar los recursos, 

pero sin la fundamentación idónea para su admisibilidad. 

También se debe tener en consideración que la oportunidad para presentar los recursos 

tiene sus propios requisitos, oportunidades y plazos; la falta de fundamentación también deviene 

en la inadmisibilidad, por tanto, ya no se podría presentar nuevamente. En todo caso, no es que 

se produzca una afectación momentánea, sino, incluso podría tener una repercusión a largo plazo 

o de carácter permanente. 

3.1.3.9. Abandono de la defensa. 

Es evidentemente un claro estado de indefensión para el imputado que se puede dar con 

la renuncia al patrocinio por parte del defensor lo que a consecuencia el acusado se encuentre sin 

abogado por ende sin una asistencia legal (falta de asesoramiento), no obstante, no sólo debe 

considerarse su renuncia fáctica como un abandono de la defensa, sino también en este punto 

también debe considerarse su inactividad como el abandono de la defensa (entendiendo defensa 

como una defensa eficaz, puesto que otros actos recaerían en una defensa ineficaz) como los 
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mencionados líneas arriba: no realizar actos de mínima relación con la prueba, carecer de 

argumentos a favor del imputado, la falta de interposición de recursos y su falta de motivación. 

No obstante, en relación a todos los supuestos del inadecuado ejercicio por parte del 

abogado defensor, también debe tenerse en consideración la negligencia al momento de asesorar 

al representado. En esa línea podemos encontrar situaciones donde no se encuentre totalmente 

defendido al acusado o tenga una defensa deficiente que, en relación al tema central del presente 

trabajo vendría a relacionarse con la conclusión anticipada. 

Al tiempo de asesorar al investigado, el hecho de no informarlo correctamente sobre las 

consecuencias de las estrategias tomadas para asumir su defensa constituye una causal de defensa 

ineficaz. En el caso de herramientas de simplificación procesal como la conclusión anticipada, la 

falta en la precisión sobre las consecuencias de conformar los hechos arribaría con un indebido 

reconocimiento fáctico por parte de acusado, tal estadio, tendría un sesgo procesal por la falta de 

diligencia en la estrategia legal, es decir, la decisión por parte del acusado de aceptar o rechazar 

la conformidad desconociendo las consecuencias procesales podría ser distinta si este tuviera 

conocimiento pleno de las repercusiones. Ello ha sido retratado en el Exp. N.º 01159-2018-

PHC/TC (catorce de enero de 2020), en el cual mediante auto del Tribunal Constitucional se 

reconoce como un supuesto de defensa ineficaz el no comunicarle al acusado, por parte de su 

abogado, las consecuencias a las que se arribaría si se apega a la conclusión anticipada. Es 

menester también traer a colación que se utiliza como fundamento de tal un pronunciamiento 

anterior del TC recaído en el Exp. 1231-2002-PHC/TC (veintiuno de junio de 2002), donde 

básicamente se nos indica que el contenido constitucional que protege el derecho a la defensa 

cuando en un proceso judicial se es impedido por actos de los órganos judiciales de ejercer medios 

necesarios, suficientes y eficaz para defender sus derechos e intereses legítimos. Recordamos 

entonces que el juez como órgano judicial debe garantizar tal derecho. 

3.1.3.10. Consecuencia de ausencia de defensa eficaz 

Para garantizar una adecuada defensa es que se establece la nulidad, que como efecto 

anula todos los efectos o actos consecutivos que dependen de él, ello lo encontramos en el artículo 

154 del Código Procesal Penal. 

En primer lugar, debemos tratar brevemente la nulidad procesal para poder profundizar 

en relación a la nulidad por defensa ineficaz. La eficacia del régimen de nulidad procesal da lugar 

al control del correcto funcionamiento de las garantitas en el plano procesal. Para ello se tenía en 

consideración las formas procesales que tiene como funciones: la protección del sistema de 

garantías, en este caso las formas sirven para la detección de la vulneración de derechos 

fundamentales dado que determinados actos están revestidos de una forma que al transgredirlos 

se estaría vulnerando ciertos derechos fundamentales toda vez que la forma tiene una razón propia 
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de ser; institucionalización del conflicto, este permite que las personas no hagan uso de lo 

denominado como “autojusticia” y para ello se otorga el derecho a una tutela judicial efectiva.; y 

objetividad del Misterio Público; las formas van a permitir que el Ministerio Público ejerza la 

acción penal de manera ordenada. 

En tal sentido, se puede colegir que, acorde a las funciones de las formas relacionado con 

la nulidad, el régimen de la nulidad tiene un doble fundamento, el primero es garantizar el debido 

proceso a lo largo del desarrollo del derecho penal y, el segundo, garantizar el derecho a la defensa 

ininterrumpidamente toda vez que la nulidad retrotrae todo hasta el momento en que, en este caso 

materia del trabajo de investigación, se dejó en un estado de indefensión, a causa de una defensa 

ineficaz, al representado. 

En la actualidad está además de abordar el cumplimiento de las formas procesales, sin 

cambiar la esencia de la nulidad, se está empezando a abordar como parte de la finalidad de la 

nulidad la protección a los derechos fundamentales relacionados con el proceso judicial que están 

consagrados principalmente en la constitución política y los tratados ratificados. 

El reconocido abogado, Nakazaki (2006) nos refiere que el fundamento constitucional de 

la nulidad procesal permite diferenciar dos tipos de nulidad, absolutas y relativas. Estos dos tipos 

de nulidad están recogidos en el Código Procesal Penal (artículos 150 y151). 

En ese sentido, cuando las trasgresiones son realizadas directamente a la forma procesal 

que protege o garantiza un derecho constitucional o más de uno, vendría a ser una nulidad 

absoluta, siendo así, el juez declara la invalidez del acto procesal y los siguientes que dependen 

de este, consecuentemente el proceso retrocede hasta tal momento. Usualmente estos derechos 

son los limitantes al ius puniendi así como los derechos procesales del procesado. Por otro lado, 

se entiende que la forma procesal que no está relacionado en sí con lo consagrado en nuestra 

constitución genera una nulidad procesal relativa, en este caso, como efecto no se tiene que las 

cosas se retrotraigan al momento en su produjo la afectación a la forma procesal, ni tampoco la 

declaración de invalidez por parte del juez, sino que van a ser defectos que pueden ser subsanables 

por lo tanto no generan una grave afectación. Sin embargo, si existe la posibilidad de la 

declaración de invalidez por parte del juez en tanto a pedido de parte se pida esta misma. 

Lo señalado hasta ahora nos permite colegir fácilmente que la nulidad que nace a raíz de 

la falta de defensa eficaz vendría a ser una nulidad absoluta debido a que, al revisar nuestro 

ordenamiento jurídico, la nulidad se produciría en base al artículo 150 del Código Procesal Penal 

mencionado, específicamente en el inciso d) “A la inobservancia del contenido esencial de los 

derechos y garantías previstos por la Constitución”. Como ya se ha dejado en claro, el derecho 

y garantía de defensa está consagrado en la constitución en al artículo 139 inciso 4 por lo tanto la 
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privación o falta de aseguramiento contraviene a tal artículo y trasladado al proceso penal genera 

la nulidad desde el momento en que se produce tal situación de indefensión. 

3.1.3.11. Criterios de la defensa eficaz 

Con el avance en distintos campos del derecho, reflejo de ello es la implementación de 

un nuevo Código Procesal Penal, así como la adopción de la oralidad en el proceso, es que va 

evolucionando los parámetros de la labor del abogado defensor en base a ello es que se evalúa el 

rol del abogado dentro de las condiciones de defensa eficaz. Así, por ejemplo, como se señaló 

líneas arriba, las Naciones Unidas establecido principios básicos sobre la función de los abogados. 

Dentro del listado de principios que refieren sobre la defensa que ejecuta el defensor se 

hace alusión a que si los ciudadanos no tienen defensa técnica, tendrán derecho a nombrar uno 

con la experiencia y competencia necesarias para un determinado tipo de proceso penal, quien 

deberá proporcionarles asistencia jurídica gratuita y eficaz. Además, los gobiernos, los colegios 

profesionales y las instituciones educativas garantizarán que los abogados reciban una formación 

adecuada y les inculcarán valores referentes a la práctica ética y consciente de la profesión 

jurídica, así como la relevancia de los derechos esenciales del hombre y las libertades reconocidas 

en la legislación nacional. y el sistema jurídico internacional. 

Incluso se establece que los deberes de los abogados para con sus asesorados, se debe 

establecer como fundamental la función de asesorarlos sobre sus derechos y obligaciones y sobre 

el la implicancia de estar ligado a un proceso en el sistema jurídico, brindarles apoyo en todas las 

formas apropiadas y tomar medidas reparadoras. También son fundamentales las medidas 

jurídicas para proteger sus derechos, y finalmente, en caso de necesidad, brindar la defensa activa 

frente a los juzgados o autoridades administrativas. 

Nacionalmente, en nuestro derecho positivizado, no encontramos criterios del estándar 

de una densa eficaz por lo que la guía lo tomamos acorde a los pronunciamientos 

jurisprudenciales, en tal caso sería conveniente que el legislador opté por la positivización de 

estándares de defensa eficaz. 

3.1.4. Conclusión anticipada 

3.1.4.1. Antecedentes 

La reforma procesal penal nacional se vio influenciado por el proyecto de unificación 

procesal penal conocido como “Código penal tipo para Iberoamérica” que fue desarrollado por 

penalistas de gran envergadura en el año de 1970, para ello se tomó como base códigos de algunos 

países como Costa Rica, El Salvador y Venezuela, así como el proyecto de Código Procesal Penal 

de Colombia tanto de 1974 y 1976. Sirvió de guía para algunas naciones de Latinoamérica. 

Posterior a ello es que se erige el Código Procesal Penal iberoamericano como una expresión de 
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evolución de los diferentes países latinoamericanos y así mismo pretendía servir de modelo para 

países latinoamericanos y adoptarlo en su derecho interno siempre teniendo en cuenta la no 

afectación a los Derechos Humanos. 

La reforma mencionada tuvo ciertos percances en su adaptación debido a que no ha 

considerado aspectos particulares de cada país y ello se aprecia con el Código Procesal Penal de 

1991 que fue promulgado y años posteriores, en 1995 se formó una comisión con la finalidad de 

promocionar nuevas reformas al código de 1991. 

Después de ello emerge el Código Procesal Penal del 2004 el cual plantea tres etapas ya 

conocidas: Investigación Preparatoria, Etapa Intermedia y Juzgamiento. Cada etapa con sus 

propias finalidades, pero en este caso nos enfocaremos en la última etapa que es justamente donde 

toma protagonismo la conclusión anticipada dado que es únicamente en esta etapa donde se puede 

llevar a cabo dicha figura. 

La conclusión anticipada fue introducida en la Ley 28122 (dieciséis de diciembre de 

2003), Ley sobre conclusión anticipada de la instrucción en procesos por delitos de lesiones, 

hurto, robo y micro-comercialización de droga, descubiertos en flagrancia con prueba suficiente 

o imputados sometidos a confesión sincera. Específicamente es el artículo 5 el cual refiere a la 

conclusión anticipada el cual se le conoce desde la doctrina y la jurisprudencia con el nombre de 

conformidad (conformidad procesal). En esta se indica que, una vez instalada la audiencia, se 

procederá a preguntar al acusado si es que acepta los cargos que se le imputan y también si acepta 

la responsabilidad de la reparación civil. Posteriormente se preguntará al abogado defensor (sea 

de oficio o a libre elección de acusado) si está conforme con lo mencionado por su patrocinado. 

La conclusión anticipada es declarada en caso la respuesta del abogado defensor sea afirmativa. 

La sentencia se emitirá en la misma sesión o en la siguiente siempre y cuando no sea posterior a 

las 48 horas. La norma también estipulaba que podría darse el caso en que el defensor expresaba 

su conformidad, pero podía condicionar a la oralización de algún medio probatorio, será atendido 

el pedido y así mismo las argumentaciones y refutaciones sobre la pena y/o la reparación civil. 

En caso de que sean varios los acusados y confiese sólo uno o más, pero no todos, se procederá 

el trámite y ha mencionado anteriormente hasta expedir la sentencia. La audiencia se llevará a 

cabo con los que no han confesado o aceptado los cargos a excepción de que la Sala considere 

que habría una afectación en el debate oral. 

Es distinguible entre dos tipos de conformidad, primeramente, la conformidad absoluta 

la cual refiere a que el acusado no sólo aceptará los hechos que se le imputan, sino que también 

se acepta las consecuencias jurídicas, por otro lado, se tiene a la conformidad relativa, la cual es 

únicamente sobre los hechos o parte de los hechos y no aceptar las consecuencias jurídicas. 
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Muchos juristas sostienen que el modelo procesal penal del Perú es de tendencia 

acusatoria con ligeros atisbos de corte adversarial (modelo mixto). En ese sentido es que nuestro 

código confiere facultades a la vez que funciones al juez que en sí son de las partes (usualmente 

lo encontramos en los artículos que contiene “el juez de oficio”), ello con la finalidad de que el 

juez pueda contribuir en el proceso más que todo en la celeridad de este. Bajo esa línea, es lógico 

pretender formas de simplificación procesal. 

El objetivo de estas figuras jurídicas de simplificación procesal está orientado a hacer 

más breve el proceso penal teniendo en cuenta el debido proceso y que no se vulneren los derechos 

procesales de las partes. Estos métodos de simplificación procesal es una consecuencia de las 

rígidas y tradicionales prácticas procesales, así como la creciente parte sustantiva del ámbito de 

penal debido a que traen consigo una excesivita en la carga procesal, alto índice de población en 

las cárceles e ineficacia al tiempo de aplicación de la norma. Entonces, una respuesta de carácter 

político criminal viene a ser que con el paso de los años se han ido implementando estos métodos 

simplificadores como la conclusión anticipada, terminación anticipada, principio de oportunidad, 

acuerdos reparatorios, entre otros. 

3.1.4.2.  Concepto 

La conformidad procesal en un proceso penal se refiere a cuando el acusado, asistido por 

su abogado defensor, acepta los cargos presentados en su contra. En otras palabras, el acusado 

reconoce su culpabilidad en relación con los delitos que se le imputan. Este reconocimiento puede 

llevar a un proceso más rápido y a menudo resulta en una sentencia reducida o en una negociación 

con la fiscalía en términos de pena. 

La conformidad procesal es una estrategia legal comúnmente utilizada por los acusados 

cuando la evidencia en su contra es abrumadora o cuando desean evitar un juicio prolongado y 

sus potenciales consecuencias. Sin embargo, antes de llegar a un acuerdo de conformidad, es 

importante que el acusado entienda completamente las implicaciones legales y las posibles 

repercusiones de su decisión. Además, la aceptación de la conformidad procesal suele requerir la 

aprobación del tribunal. 

La conformidad procesal en el sistema penal, si bien ofrece una vía expedita para resolver 

casos, ha sido objeto de críticas significativas. Se señala que este mecanismo puede ejercer 

presión indebida sobre los acusados para que acepten acuerdos, socavando así el principio de 

igualdad ante la ley y generando preocupaciones sobre la justicia de los resultados. Además, la 

falta de transparencia en las negociaciones de conformidad puede erosionar la confianza pública 

en el sistema legal y dificultar el escrutinio adecuado de las decisiones judiciales. Estas 

preocupaciones resaltan la necesidad de abordar las disparidades de acceso a la justicia y 

promover una mayor transparencia y equidad en el proceso penal. 
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Aunque la conformidad procesal puede ofrecer una manera eficiente de gestionar la carga 

de trabajo del sistema judicial, persisten inquietudes sobre la falta de rendición de cuentas y el 

potencial para resultados injustos. La sobrerrepresentación de ciertos grupos demográficos entre 

aquellos que aceptan acuerdos de conformidad plantea serias dudas sobre la equidad del sistema. 

Por lo tanto, es esencial abordar estas preocupaciones mediante la implementación de 

salvaguardias adecuadas para garantizar que la conformidad procesal se utilice de manera justa y 

transparente, y que todos los individuos tengan acceso equitativo a la justicia y a un debido 

proceso legal. 

3.1.4.3.  Naturaleza jurídica 

Es menester situarnos en la justificación de las instituciones de simplificación procesal 

específicamente de la conclusión anticipada. Principalmente, como líneas arriba se indicó, la 

forma de antaño en que se desenvolvía el proceso penal regido de manera estricta por el principio 

de legalidad fomentó a que surjan formas de simplificar el proceso debido a las falencias que 

padecía, especialmente la vasta carga procesal. 

En la actualidad si bien es cierto que todavía se encuentra una extensa carga procesal y 

por ello una insatisfacción por el sistema procesal penal, se ha tratado de revertir tal situación por 

medio de las figuras jurídicas mencionadas líneas arriba que van a estar enfocadas 

específicamente en la descongestión, celeridad y eficacia procesal, pero no encuentra su límite en 

estos tres aspectos, sino también en un beneficio a las partes al hacer concesos. Los beneficios 

giran en torno a obtener, el imputado, una reducción en la penalidad y una descarga procesal para 

el Ministerio Público. 

Bajo esa línea podemos decir entonces que la conclusión anticipada permite finalizar el 

proceso de manera un poco más célere debido a que se da en la etapa del juzgamiento con la 

condición de que el acusado reconozca los cargos que se le son atribuidos por parte del ministerio 

público. 

El fundamento para la conclusión anticipada está en el derecho procesal penal 

transaccional, también llamado justicia penal transaccional o justicia negociada que pretende no 

realizar o avocarse a procedimientos que son intrascendentes que como consecuencia tiene una 

repercusión positiva para las partes intervinientes. 

3.1.4.4.  Diferencias con otras instituciones jurídicas 

3.1.4.4.1. Terminación anticipada 

La terminación anticipada viene a ser aquella institución procesal que, al igual que la 

conclusión antiácida, permite finalizar el proceso sin tener la necesidad de llegar a la etapa del 

juzgamiento, siendo así que se da en la investigación preparatoria. Su valor viene a radicar en que 
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el imputado obtiene una disminución en la pena que se le atribuye y el fiscal puede darle mayor 

atención a otros procesos que resultan más complicados. Ambos tienen la misma justificación de 

coadyuvar a la descongestión procesal. 

El beneficio que se la otorga al imputado es mayor que en el caso de la conclusión debido 

principalmente a la etapa en que se realiza y el tiempo que se omite para resolver el conflicto 

puesto que en la conclusión anticipada se omite el tiempo que de la etapa del juzgamiento y en la 

terminación anticipada además de excluir la etapa de juzgamiento, también se omite parte de la 

investigación preparatoria. Siendo así que se da una reducción de hasta un sexto en la pena 

atribuida y en la conclusión de hasta un séptimo. 

El rol del juez también varía en las dos figuras jurídicas, en la conclusión, el juez verifica 

la conformidad para posteriormente emitir la sentencia, pero en la terminación anticipada, el 

consenso entre el Ministerio Público y el imputado es homologado por el juez. 

3.1.4.4.2. Con el acuerdo reparatorio 

Está regulado en el numeral sexto del artículo 2 del Código Procesal Penal, dentro del 

principio de oportunidad, no obstante, este artículo comprende tanto al principio de oportunidad 

propiamente dicho y el acuerdo reparatorio. Esta institución jurídica se limita a catorce delitos 

dolosos y todos los delitos culposos, por otro lado, la conclusión anticipada por otro lado 

comprende todos los delitos, pero lo que no opera es la reducción de la pena en todos los casos. 

Al igual que en el principio de oportunidad, la diferencia más marcada es que no se inicia la acción 

penal tal y como si se realiza en la conclusión anticipada. 

3.1.4.4.3. Con el principio de oportunidad 

El principio de oportunidad es una figura jurídica que facilita al fiscal no llevar a cabo un 

proceso penal en algunas circunstancias incluso cuando tiene material probatorio suficiente para 

desarrollar la investigación. Es evidente entonces que el principio de oportunidad aparte de estar 

limitado puesto que la norma que lo contiene lo establece determinados casos, queda a discreción 

del representante del Ministerio Público. En tanto que la conclusión ya ha habido un proceso de 

por medio dado que se desarrolla en el juzgamiento. 

Otra diferencia es que mientras en la conclusión anticipada se da una reducción en la pena 

de hasta un séptimo, pero en el principio de oportunidad no hay reducción de pena porque no se 

lleva a cabo la acción penal. Con todo lo desarrollado hasta este punto es evidente que la finalidad 

que presenta la conclusión anticipada radica en hacer que proceso penal resulte abreviado 

mediante la omisión de gran parte de la etapa de juzgamiento y terminado el proceso de manera 

anticipada, de ahí el nombre. 
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En esencia la conclusión anticipada gira en torno a la conformidad individual por parte 

del acusado con los hechos que le son planteados por el representante del ministerio público, no 

obstante, es opcional la negociación que se realiza entre ambas partes, así lo deja establecido el 

inciso 2 del artículo 372, “antes de responder, el acusado podrá solicitar por sí o a través de su 

abogado conferenciar previamente con el fiscal para llegar a un acuerdo sobre la pena”. 

Como se indicó, en necesaria la aceptación por parte de acusado de la responsabilidad 

que contiene los hechos atribuidos y la tipificación, además de aceptar la reparación civil y la 

pena (no obstante, esto podría someterse a discusión). 

En un principio, la Ley 28122, ley que introdujo la conclusión anticipada al cuerpo 

normativo nacional, regulaba y tenía eficacia respecto de la utilización de dicha figura jurídica, 

no obstante, esta fue dejado de lado por las disposiciones que refieren a la conclusión anticipada 

en el Código Procesal Penal del 2004. La Ley en cuestión no fue derogada, al contrario, sigue en 

vigencia, sin embargo, ha perdido su eficacia debido a un criterio de temporalidad de las normas 

(la norma posterior prevalece por encima de la norma anterior). 

Siendo así, lo procedencia de la conclusión anticipada la encontramos de manera taxativa 

en el artículo 372 del Código Procesal Penal, donde se nos señala que el momento en el que cobra 

protagonismo es cuando el juez luego de mencionarle al acusado sus derechos realiza la pregunta 

de si admite o no ser el autor del delito acusado o partícipe de este, así como responsable de la 

reparación civil. Si previa consulta con el abogado defensor, el acusado responde que sí el juez 

declara la conclusión del juicio para luego emitir la sentencia conformada. Advertimos entonces 

una suerte de formalidad respecto de la forma de proceder la conclusión anticipada dado a que es 

necesario este cuestionamiento por parte del juez al acusado sobre si se declara culpable de los 

hechos atribuidos en tanto que su afirmación definirá el finiquito del proceso con una sentencia 

conformada. En todo caso, más allá de ser un requisito indispensable, también es una formalidad 

de la figura de la conclusión anticipada. 

Nuestra normatividad indica que el juez más allá de ser un espectador, asume un rol activo 

en la homologación y control de legalidad del acuerdo. No obstante, el código menciona que en 

caso el juez advierta que a partir de los hechos atribuidos no se configure el delito imputado o 

haya alguna circunstancia que concluya en una eximente o en atenuante del delito, se emitirá una 

sentencia que este acorde a la absolución que corresponde debido a la no subsunción del hecho 

en el tipo penal o a la eximente que favorece al acusado, o en todo caso una sentencia que tenga 

en consideración la atenuante o atenuantes que el juez identificó. 

Entonces, evidenciamos que el juez no tiene un protagonismo más que la de considerar 

que el representante del ministerio público desenvolvió un correcto funcionamiento al momento 

de atribuir lo hechos, el delito, la pena y el monto de responsabilidad civil (como ya se mencionó 
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anteriormente, la pena y el monto están sujetos a variar en tanto así lo crea el acusado al momento 

de conformar), salvo que, el juez advierta falencias en los hechos que arriben en la subsunción 

del tipo, eximentes y atenuantes.  

En todo caso, tácitamente el código nos indica que el juez tiene que realizar un control 

sobre el caso en particular y principalmente sobre si los hechos recaen en una sentencia 

absolutoria (por atipicidad o causal eximente) o una sentencia con pena atenuada por presencia 

de atenuantes. No obstante, si bien el artículo en cuestión faculta al juez implícitamente para 

verificar la tipicidad de los hechos, el artículo no se pronuncia sobre si el juez puede variar el 

delito imputado en base a los hechos, es precio mencionar que lo más próximo a suceder es que 

si los hechos no configuran el delito que fiscal impute debido a que falte el elemento de tipicidad 

del delito, pero también puede que los hechos se circunscriban a otro delito. 

Ello se puede llevar cabo al momento en que el juez evalúa los hechos que se le imputan 

al acusado, si el juez advierte que el hecho se circunscribe en otro delito antes de la culminación 

de la actividad probatoria, momento posterior a la que comprende la fase en la que se libra la 

conclusión anticipada, el juez advertirá, sí así lo considera, a las partes del cambio que podría 

darse en la subsunción de los hechos en otro tipo penal. Esta información mencionada lo podemos 

extraer de la lectura del artículo 374 del Código Procesal Penal, puesto que él único parámetro 

para la advertencia por parte del juez al Ministerio Público y al acusado es que sea hasta antes de 

la culminación de la actividad probatoria. Siendo así, el juez rechaza de plano la conformidad a 

la que arribaron las partes, no obstante, es posible que el juez nuevamente de un espacio para que 

las partes tengan un nuevo consenso para llegar a la conclusión anticipada, ello se basa en el 

principio que rige la conclusión anticipada, nos referimos a la consensualidad entre las partes, 

siendo así es que no podría darse una conformidad por parte del acusado si es que se varía el delito 

atribuido incluso si los hechos son los mismos. 

Ello se encuentra referido en torno a la observación que tiene el juez a una posibilidad 

diferente de calificación jurídica de los hechos por parte del fiscal, es lógico entonces concluir 

que si al momento de dicha observación el juez rechaza el acuerdo consensual no podría darse 

una variación el delito al momento de sentenciar como si habría una variación sobre la apreciación 

de los hechos para que estos sean atípicos, eximentes o atenuantes. 

Otro punto a abordar es lo que refiere la variación en el monto de la responsabilidad civil, 

es claro que, en el contexto de conformidad, no podría haber una variación por parte del juez si 

es que el agraviado se ha constituido en actor civil puesto que se cumple con lo pretendido por 

parte del actor civil. Caso diferente es sí es que no habría actor civil y el juez considera que no 

está acorde el monto por reparación civil al daño causado, podría entonces el magistrado variar el 

monto en la sentencia. 
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Corresponde referirnos también a la legalidad con la que actúa el juez puesto que en base 

a sus funciones jurisdiccionales atribuidas respecto de la legalidad del acuerdo y la razonabilidad 

de la pena. En ese sentido es que es el control que va a realizar el juez se ve reflejado en tres 

aspectos: 

1. El artículo 372 nos deja entrever que el juez realiza un control sobre la calificación 

jurídica que hizo el fiscal previamente, bajo esa línea, el juez debe evaluar la pena bajo el criterio 

de proporcionalidad a razón de que no se haya una vulneración en la finalidad de la pena ni 

tampoco en los derechos que le corresponden al acusado. Entonces, el juez rechazará la 

conformidad sobre los hechos, más precisamente enfocándose en la pena y la responsabilidad 

civil si es que es evidente su desproporcionalidad. 

2. El control que se ejerce sobre la pena que pretende el representante del Ministerio 

Público (rango en que oscila la pena, es decir, el mínimo y máximo establecido sobre cada delito 

en específico), así como el control de los aspectos que legalmente han sido atribuidos a la 

responsabilidad civil (los elementos constitutivos fijados de la responsabilidad civil). 

3. Este tercer punto se relaciona con el primero en cuanto que los actos de investigación 

lleven a colegir efectivamente la probabilidad delictiva, en ese sentido, el control se realiza sobre 

la comisión de los hechos atribuidos por parte del imputado (la relación entre ambos) y la 

presencia de todos los elementos de la punibilidad (tipicidad, antijuricidad y culpabilidad) y la 

perseguibilidad o procedibilidad. 

Es evidente entonces que la función controladora que realiza el juez es distinta en todo 

caso a las circunstancias. Es diferente el que se aprecia en la conclusión anticipada y el que se 

desarrolla en caso se libre la etapa de juicio normalmente, por ejemplo en el proceso común el 

juez va a evaluar lo concerniente a los actos de prueba para, si es posible, arribar en la convicción 

sobre la certeza de las afirmaciones fácticas mismas que posteriormente sirven de fundamento en 

la sentencia, por el contrario, como líneas arriba se mencionó, en la conclusión anticipada no se 

observa la veracidad de los hechos puesto que ya hay una conformidad, sino únicamente los 

parámetros de proporcionalidad. Incluso se deja de lado criterios a favor del acusado, in dubio 

pro reo, por lo que quizás podría apartarse de un pronunciamiento más a favor del acusado. 

Corresponde ahora enfocarnos en la negligencia que se produce en arribar en esta 

institución que a todas luces pareciese no contener aspectos negativos para quien se apega a esta 

dado que se evita un proceso largo y engorroso como es la etapa de juicio oral y que empeora con 

las particularidades de cada caso, además de tener el beneficio de reducir hasta en un séptimo la 

pena (no en todos los casos). 

La sentencia que es emitida por parte del juez y que surge a raíz del consenso entre las 

partes es lo que llamamos una sentencia conformada. En esta sentencia es claro que se va tener 
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que considerar la aceptación por parte del acusado de los hechos que se le otorgan pudiendo ser 

hechos que respectan sólo a un delito o más, pero no necesariamente, en caso hubiera, todos los 

delitos cometidos, en todo caso es decisión del acusado consensuar que hechos referidos a que 

delito que se le imputa aceptar. Es decir que necesariamente hay un reconocimiento de los hechos 

para llegar a una conclusión anticipada. 

En tal momento sólo distinguimos la relación consensual a la que llega el acusado con al 

fiscal, pero no nos adentramos en la relación que tiene mucha relevancia y que es en la que nos 

enfocamos en el presente trabajo de investigación, me refiero a la relación previa a la conclusión 

anticipada entre el abogado defensor y el acusado. El artículo 372 en su inciso 2 indica “si el 

acusado, previa consulta con su abogado defensor, responde afirmativamente, el Juez declara la 

conclusión del juicio.”, el artículo en mención nos introduce el rol importante que tiene el abogado 

defensor, indistintamente sobre si es abogado defensor de libre elección o de oficio, en la 

conclusión anticipada. 

El abogado defensor tiene la misión y función deviene en contribuir, así como hacer 

válido las circunstancias favorables para su patrocinado, así también hacer valer todos los 

derechos que la normativa nacional e internacional recaen en el imputado. Siendo ello así, sería 

contraproducente que el abogado defensor no cumpla con el rol que tiene y más aún si es un deber 

tal y como lo establece el artículo 84 del Código Procesal Penal, específicamente en su inciso 1, 

“asesoramiento al reo desde el primer momento”.  

Es lógico pensar que al asesoramiento que se refiere tal artículo no es uno defectuoso, 

sino por el contrario un asesoramiento idóneo que este acorde a la garantía de los derechos de su 

patrocinado. El problema viene cuando se recae en un asesoramiento negligente por el abogado, 

un asesoramiento que, dentro del ámbito penal, se le reconoce como una defensa ineficaz. En todo 

caso es que el asesoramiento que menciona el inciso 1 del artículo 84 debe estar dentro de la 

defensa eficaz, es decir, que el abogado debe adoptar un papel activo y técnico haciendo uso de 

los instrumentos que la norma le confiere para que su representado goce de todos los derechos y 

garantías que tiene. 

Dicha situación es pasible de darse en cualquier momento del proceso, en el contexto de 

este apartado, la conclusión anticipada, vendría a desarrollarse al momento en que el juez pregunta 

al acusado, luego de leerse los hechos y de tomar conocimiento de sus derechos por parte del juez, 

si se declara autor de los fácticos mencionados por el ministerio público puesto que previa 

consulta con su defensor es que afirmará o negará tales hechos, incluso antes debido a que el papel 

del abogado no cesa en ningún momento al patrocinar a su cliente, en todo caso incluso antes del 

cuestionamiento de si es o no autor o participe del delito por el juez es que al abogado planteará 

la conformidad por parte del acusado informando de las consecuencias que tendrá esta, que como 
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se indicó, parece no tener rasgos negativos, pero ello no ocurre si es que el abogado defensor no 

informe o ponga en conocimiento al acusado de lo posterior a la conformidad. 

Corresponde entonces al defensor en su diligente actuar, informar sobre todo lo 

concerniente a la conclusión anticipada, siendo así de los beneficios de los que puede ser pasible, 

pero también de que, a diferencia del juicio oral, no podrá discutir su culpabilidad, sino en 

contrario estaría aceptando la culpabilidad y los hechos que se le formulan en su contra. En 

consecuencia, sería susceptible de pena, dado que la conclusión anticipada sólo otorga una 

reducción en determinados casos. Así también, lo mismo sucedería con el pago de responsabilidad 

civil, aunque el articulo regulador de este mecanismo de simplificación procesal permite discutir 

la responsabilidad y la pena, ello no significa que siempre y en todos los casos el abogado defensor 

informe sobre tal. Es así que en la conclusión anticipada, al reconocer lo hechos necesariamente 

tendrá que incurrir en el pago de una reparación civil. 

En todo caso, si bien es cierto que la conclusión anticipada pretende beneficios para 

ambas partes tanto como la reducción de la pena, que vale decir que a raíz del reducción podría 

incluso darse una pena suspendida en caso la pena sea reducida hasta menos de cinco años, y la 

celeridad para concluir el proceso y darle mayor atención a otros por parte del ministerio público,  

sigue siendo un perjuicio para el acusado toda vez que se le reconoce como el culpable del 

cometimiento o participe del delito. 

3.1.5.  Marco legal 

La “defensa eficaz” como institución jurídica ha tenido reconocimiento normativo 

indirecto, debido a que su enunciación responde a una directriz del derecho de defensa, y es que 

haciendo un recuento histórico, es a partir de la Constitución de 1979 en su artículo 233 inciso 9 

se señalaba: “Son garantías de la administración de justicia: La de no ser penado sin juicio ni 

privado del derecho de defensa en cualquier estado del proceso”. Anteriormente, en la carta 

magna nacional de los años anteriores al de 1979 no se apreciaba tal garantía, lo cual permite 

inferir que el derecho de defensa adquirió reconocimiento constitucional desde la carta en 

mención. 

Esta misma línea sigue la Constitución actual ya que en el artículo 139 inciso 9 anota que: 

“Son principios y derechos de la función jurisdiccional: El principio de no ser privado del derecho 

de defensa en ningún estado del proceso”. Es manifiesta la existencia de una mayor importancia 

al derecho a la defensa dado que en un inicio era considerado como una garantía, para ya 

posteriormente, además de una garantía, catalogarse como un principio. En todo caso su 

utilización se enfoca para la interpretación y aplicación en distintas circunstancias en las cuales 

va a fungir como un parámetro. 
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A su turno, el Código Procesal Penal profundiza un poco más esta categoría jurídica. Este 

recalca el derecho del imputado a “ser asistido desde los actos iniciales de investigación por un 

abogado defensor” en su artículo 71 inciso c. Además, el artículo 80 del mismo código nos refiere 

a la defensa de oficio, reafirmando una vez más que el acusado no puede quedar en un estado de 

indefensión incluso si no cuenta con un abogado de su libre elección, ello con la finalidad de 

garantizar la legalidad de una diligencia y el debido proceso. Este último dispositivo penal es de 

suma trascendencia, dado que no podríamos comprender el derecho a la defensa eficaz, fuera del 

debido proceso, puesto que este resultaría irregular si el ciudadano en la cual recae la imputación 

no cuenta con una defensa que garantice sus derechos, así como sus intereses enmarcados dentro 

del proceso.  

Así también, el artículo 84 en sus 10 incisos nos refiere a los derechos y deberes del 

abogado, que en primera instancia son eminentemente formales, como, por ejemplo: “1. Prestar 

asesoramiento desde que su patrocinado fuere citado o detenido por la autoridad policial. 2. 

Interrogar directamente a su defendido, así como a los demás procesados, testigos y peritos”. 

No obstante, como líneas arriba mencionó, estos actos están dentro del ejercicio de defensa por 

parte del abogado defensor y del derecho a la defensa, en ese sentido, se debe enmarcar este 

despliegue de acciones dentro de una adecuada diligencia en el actuar del abogado, es decir, una 

defensa eficaz. 

Por otro lado, contamos con la Ley 29360, Ley del Servicio de Defensa Pública. Este 

regula el ejercicio de la defensa que realizan los abogados defensores de oficio, mencionando 

entre otras cosas como el aseguramiento del “derecho de defensa proporcionando asistencia y 

asesoría técnico legal gratuita”, los principios que rigen el Servicio de Defensa Pública que están 

enfocados en brindar una adecuada defensa. A modo de ejemplo, el principio de probidad que 

alude que el defensor público actúa a favor de los intereses del usuario., otro principio como la 

unidad de actuación que indica que el servicio que se presta es de manera continua sin 

interrupciones desde el inicio del caso hasta la conclusión. 

Por último, debemos considerar también la jurisprudencia teniendo en cuenta que 

complementa nuestro ordenamiento jurídico por medio de la interpretación. En tal caso 

corresponde remitirnos a algunos pronunciamientos de los dos órganos jurisdiccionales que por 

su jerarquía tienen mayor relevancia, me refiero a la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional. 

Por parte de la Corte Suprema, cabe hacer mención de la Casación 864-2016 Del Santa, la cual 

en su fundamento décimo primero hace alusión al equilibrio que debe haber entre las partes 

intervinientes en el proceso el cual es comprendido en el principio de igualdad de armas. Bajo esa 

pauta, indica la Corte Suprema que “…el ejercicio a este derecho (derecho a la defensa) no debe 

implicar que el ejercicio de la defensa esté revestido de defectos que conlleven una ineludible 
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indefensión”. Evidentemente la corte comprende a la defensa eficaz como parte del derecho a la 

defensa, en otros términos, el derecho a que la persona escoja al defensor que crea conveniente, 

no debe verse perjudicado por un defectuoso ejercicio del defensor que, siendo así, dejaría a la 

persona sin defensa puesto que la defensa no es un acto meramente formal de contar con un 

abogado, sino que más allá de ello se enfoca en el ejercicio del abogado. Incluso la decisión 

judicial en mención indica que debe apartarse al defensor que no cuente con los conocimientos 

jurídicos materiales y procesales requeridos.  

Por el lado del Tribunal Constitucional, es destacable el Exp. 04997-2022-PHC/TC debido a 

que reúne de manera enunciativa supuestos de defensa ineficaz recabados en otros casos, el no 

informar a su defendido de los alcances de un acuerdo de conclusión anticipada, no interposición 

de recursos, no fundamentar el recurso interpuesto, incluso el presentar un recurso impugnatorio 

fuera del plazo establecido. Estos supuestos mencionados son algunos solamente que va de la 

mano con lo pronunciado por la Convención Interamericana de Derechos Humanos.  

En consecuencia, no basta con la designación de un defensor de oficio no puede ser un acto formal 

que no comprensa la protección al contenido del derecho a la defensa. Incluso el hecho de que se 

nombre a un abogado defensor de oficio es una expresión de tratar de no dejar en un estado de 

indefensión al imputado, recalcando la importancia del derecho a la defensa. 

3.2. Revisión de antecedentes de investigativos 

Las indagaciones e investigaciones de rango científico hallados dentro de la base de datos 

y repositorios internacionales, nos han permitido encontrar los siguientes antecedentes. 

Una investigación realizada por Araujo y Fernández (2022), comprendió un análisis de 

la institución de la defensa eficaz al interior del proceso penal, y pretendiendo brindar respuesta 

al objetivo acerca de que aspectos deben ser tomados en cuenta para determinar que existe una 

defensa efectiva; para tal efecto, desarrolló un recuento histórico de esta institución, haciendo una 

clara distinción entre la defensa técnica de confianza y la defensa pública, a efecto de corroborar 

si el ejercicio de aquellos patrocinios satisface las exigencias de la defensa eficaz. El estudio 

culminó estableciendo la existencia de una relación significativa entre la defensa eficaz y el 

pronunciamiento judicial para la legitimación del proceso. 

En referencia al mismo ámbito temático, la investigación llevada a cabo por López (2022) 

el investigador engloba un análisis estricto de la institución de la defensa eficaz, delimitando el 

panorama desde un ámbito convencional hasta los parámetros normativos actuales; en este tenor, 

advierte, además, la existencia una clara distinción entre las actuaciones diligentes y aquellas aun 

cuando tiene finalidad contradecir, no brindan mayor aporte a la garantía en mención. El estudio 
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pudo concluir que la deficiente actuación de la defensa pública se origina por factores 

estructurales y logísticos. 

A partir de un panorama crítico, el investigador Chávez (2021) contribuyó con un estudio 

desde la perspectiva de la argumentación jurídica en juicio, advirtiendo el panorama general en 

el cual desarrollará la investigación, aquel no es más que un serio cuestionamiento a la 

participación de la defensa pública en el juzgamiento del proceso penal, siendo que esta actuación 

a lo cual el autor cataloga de como un estado de indefensión debido a factores como el 

desconocimiento de los hechos y el poco espacio de tiempo de preparación, convirtiendo, de esta 

manera, participación en un acto estrictamente formal. La investigación arriba a la conclusión que 

dicha práctica atenta contra la garantía de la defensa eficaz. 

Un trabajo elaborado en el plano nacional por Guzmán (2021), desarrolla la relación que 

sostienen el proceso inmediato y la defensa eficaz desde un plano operativo, con el objetivo de 

comprender al proceso inmediato desde el plano jurídico operativo. Es así, arribó a la conclusión 

que presupuestos relativos a la naturaleza de este tipo de estadio especial y con relación a la 

defensa eficaz podrían arribar en eliminar el falso paradigma de que la mera incoación del proceso 

inmediato configura en sí una sentencia, por lo que la conducta diligente del abogado debería ser 

avocarse al análisis probatorio principalmente por encima de otras formalidades subsanables. 

4. Hipótesis 

Respecto de la hipótesis, debemos precisar que conforme a los estudios teóricos 

realizados por Mercedes (2020) las investigaciones con enfoque cualitativo pueden llevarse a 

cabo sin la presencia de una hipótesis de trabajo, dado que, el esquema de la investigación, 

conforme a los objetivos planteados, carece de la intención de producir una relación causa y efecto 

entre las categorías. Por tal razón, se prescindió del planteamiento de una hipótesis. 
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Capítulo II 

1. Técnicas, instrumentos y materiales de investigación 

1.1.  Técnicas 

Sobre las técnicas, debemos reiterar que, por la naturaleza de la investigación, la forma 

de recolección de datos deviene de un ejercicio meramente documental. A razón de lo dicho, cabe 

destacar que el análisis de documentos como técnica es una de carácter básica para los estudios 

científicos jurídicos debido a su manejo de la información a través de la recolección bibliográfica 

en todas las etapas del proceso (Botero, 2003). 

1.2. Instrumentos 

En plena sintonía con la técnica empleada, es de consideración resaltar la relevancia de 

la ficha de análisis documental como instrumento primordial para el acopio de datos relevantes, 

en tanto, de los estudios formulados por la doctrina científica la ficha de análisis es una 

herramienta primordial para acreditar la competencia investigativa del trabajo académico 

(Loayza, 2021). Con fundamento en lo descrito la ficha de análisis documental se crea a partir de 

la propia experiencia del investigador, quien además de ostentar el grado académico de maestro 

en Derecho penal con siete años de experiencia en el litigio penal-constitucional, y colaborador 

académico en revistas jurídicas como escritor (Diálogo con la Jurisprudencia) y director (Revista 

de Ciencias Jurídicas El Espectador); con lo cual se puede acreditar el sustento empírico para la 

formulación del siguiente instrumento: 

Ficha documental 

Casación  

Sumilla  

Debate  

Pretensión  

Hechos  

Criterio  

Pronunciamiento  

2. Campo de verificación 

2.1. Ámbito 

Cabe destacar que, la interacción con el material de estudio devino en la utilización del 

motor de búsqueda de jurisprudencia de la Corte Suprema, esto a través de la plataforma 

denominada: “Jurisprudencia Nacional Sistematizada”; la cual, en buena cuenta, reúne la gran 

mayoría de sentencias judiciales emitidas y publicadas por el Poder Judicial peruano. Bajo este 

tenor, los filtros utilizados para la determinación de la población fueron los siguientes: 
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● Nivel: Corte Suprema 

● Especialidad: Derecho Penal 

● Palabras clave: Derecho de defensa (3.1.) / Defensa ineficaz (3.2.) 

● Año de resolución: Todos (2004-2023) 

2.2. Unidades de estudio 

A partir del esquema de exploración, se obtuvo del primer resultado (3.1.), un total de 

196 sentencias referidas o con desarrollo sobre el derecho de defensa, mientras la segunda 

indagación (3.2.) expuso un total de 5 coincidencias sobre defensa ineficaz. 

Por lo tanto, la población, en conjunto, suman un total de 201 sentencias referidas al 

tópico materia de estudio. En este sentido de ideas, a efecto de seleccionar una muestra adecuada 

se realizó un cálculo matemático propuesto por Martínez (2012), la cual es útil para calcular 

extractos de poblaciones finitas de unidades de estudio. 

2.3. Temporalidad 

Bajo estos supuestos, la selección de la muestra asciende a un total de 49 sentencias, por 

lo tanto, a efecto de redondear dicho número a uno de base decimal, se optó por un total de 50 

sentencias. Finalmente, corresponde indicar que la técnica de muestreo usada para la 

clasificación de la información fue la de exclusión e inclusión; entonces, las sentencias 

comprenden casos donde se desarrollaron criterios judiciales relativos a la defensa ineficaz, 

derecho de defensa o defensa eficaz; dentro de un ámbito temporal inmerso entre los años 2004 

y 2023, y que hayan sido emitidos en la materia de Derecho penal y por la instancia de la Corte 

Suprema en materia de impugnación. 

3. Estrategia de recolección de datos 

3.1. Organización 

Nuestra investigación abordó la institución de la defensa eficaz, para el efecto, 

comprendió tres bloques temáticos: 

En primer lugar, se consultó material bibliográfico tanto en bibliotecas físicas como 

virtuales para recabar la información necesaria de estudios efectuados con anterioridad, además 

se procuró también jurisprudencia nacional en la que se haya propiciado la discusión o debate 
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respecto a cuestiones relacionadas con esta investigación, acto seguido, se efectuó el análisis 

detallado de todo el material recaudado a fin de ser empleado en el estudio. 

La jurisprudencia se recopiló a través de la gestión administrativa virtual realizada por el 

tesista en el sistema de jurisprudencia nacional, así también en bancos de información donde se 

aloja el íntegro de los pronunciamientos jurisdiccionales de la Corte Suprema; en relación al 

Tribunal Constitucional, bastó con revisar su portal web para advertir las decisiones relacionadas 

a la defensa eficaz. Por su parte, la recopilación de doctrina (constituidos como fuente secundaria 

de información) se realizó a través de la búsqueda en la biblioteca personal de la tesista, así como 

las bibliotecas más importantes de la ciudad. 

En lo que se refiere al análisis del material se efectuó de manera objetiva basado en la 

experiencia personal, interpretando la información para su correcto estudio y toma de referencias 

para poder plasmar el contenido teórico que servirá como base de toda la investigación; asimismo, 

respecto a jurisprudencia a analizar se tomó en cuenta diversos factores, siendo que, toda la 

información será situada en tablas que nos permitió desglosar lo recopilado. 

3.2. Recursos 

Nº Rubro de gastos Monto 

1 Bibliografía y hemerografía S/. 500.00 

2 Copias e impresiones S/. 500.00 

3 Movilidad S/. 2,000.00 

5 Internet y uso de equipos S/. 500.00 

Total S/. 3,500.00 
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Capítulo III  

Resultados 

En este punto corresponder enunciar y presentar los resultados obtenidos luego del 

análisis efectuado a las decisiones judiciales de la Corte Suprema en el periodo comprendido entre 

2004 a 2023, para el efecto, debemos remitirnos a la información siguiente: 

Objetivo específico 1 | Presupuestos de la institución de la defensa eficaz 

Gráfico 1 Presupuestos de la institución de la defensa eficaz 

 

El análisis del gráfico uno, permite advertir los parámetros identificados a través de la 

jurisprudencia de la Corte Suprema, específicamente se identificaron dieciséis (16) categorías 

necesarias que anuncian la existencia de una defensa eficaz. Realizado el análisis a través del 

programa Excel e incorporar los presupuestos en referencia, se logró asignar un porcentaje 

ascendente al 6% —eminentemente representativa— por cada código, lo cual advierte un margen 

necesario para establecer un parámetro al momento de propiciarse un escenario como la 

conclusión anticipada. 

  

6%

6%

6%

6%

6%

6%

6%

6%6%

6%

6%

6%

6%

6%

6%

6%

PRESUPUESTOS|DEFENSA EFICAZ

Negligencia

Perjuicio irreparable

Planteamientos absurdos

Trangresión ética profesional

Presupuestos CIDH

Indefensión material

Indefensión procesal

Intervención judicial tuitiva

Información errónea

Dominio técnicas de litigación

Imprudencia

Medios y circunstancias

Accionar limitado

Actuación formal y simbólica

Contradicción material

Contradicción procesal



 
 

31 

 

Objetivo específico 2 | Parámetros de la conclusión anticipada en el juzgamiento 

Gráfico 2 Parámetros de la conclusión anticipada 

 

El análisis del gráfico dos, permite advertir los parámetros identificados a través de la 

jurisprudencia de la Corte Suprema, específicamente se identificaron dieciséis (10) categorías 

necesarias que anuncian la existencia de una defensa eficaz. Realizado el análisis a través del 

programa Excel e incorporar los presupuestos en referencia, se logró asignar un porcentaje 

ascendente al 10% por cada código. 
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Objetivo específico 3 | Relación entre la defensa eficaz y la conclusión anticipada 

Gráfico 3 Relación entre la defensa eficaz y la conclusión anticipada 

 

El análisis del gráfico tres, anota la relación existente entre la institución de la conclusión 

anticipada y la defensa eficaz, el análisis permite advertir la confluencia entre los componentes 

estrategia procesal y medios y circunstancias necesarios para la promoción de la defensa eficaz, 

en tanto que al abordar la conformidad destacaron los componentes concernientes aceptación 

integral de la propuesta fáctica y la comprensión plena de los cargos. Hasta aquí, y atendiendo al 

enfoque que asume esta investigación, es necesario destacar la existencia de una relación 

directamente proporcional, puesto que mientras mayor sea la exigencia de defensa eficaz en el 

juzgamiento, mayores también serán las exigencias vinculadas a la conclusión anticipada. 
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Objetivo general | Estándar de la defensa eficaz en la conclusión anticipada 

Gráfico 4 Estándar de la defensa eficaz en la conclusión anticipada 

 

Del análisis realizado a través del software Atlas.ti., incorporada información 

correspondiente, se obtuvo los códigos que establecen la relación entre la institución de la defensa 

eficaz y la conclusión anticipada, del análisis efectuado se identificaron veintiséis (26) categorías, 

entre las principales: Defensa, conformidad, estrategia, aceptación —de cargos— y comprensión 

plena. En ese sentido estas cinco palabras comprenden las de mayor recurrencia y que inciden 

entre la relación existente entre las instituciones anotadas. 
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Discusión  

Al momento de la elaboración de la presenten discusión se ha advertido un número 

reducido de estudios sobre el tema en específico; además, los estudios abocados a este segmento 

han brindado singulares aportes al desarrollo de los parámetros de investigación (Aceituno et al., 

2021), en este sentido, y atendiendo al enfoque de este estudio, destacaremos los puntos más 

relevantes para nuestra labor. Asumiendo lo dicho hasta aquí, para posicionar los argumentos de 

mayor contraste operativo y brindar las razones que respaldan nuestra posición: 

En principio, al abordar el objetivo general, aquel comprendió identificar el estándar de 

la defensa eficaz en la conclusión anticipada desde la jurisprudencia, se advirtió una fuerte 

tendencia por parte de la decisiones judiciales a emular los parámetros establecidos por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso Ruano Torres contra El Salvador (2020), e 

incluso, algunos pronunciamientos (Casación 408-2021 La Libertad, dieciocho de agosto de 

2023) limitan su decisión al catálogo detallado con antelación, sin embargo, una nota particular a 

destacar en el estándar de la defensa eficaz, es el significativo número de pretensiones que 

enuncian la ausencia de una asesoría técnica jurídica eficaz, y es allí precisamente donde se 

circunscribe la labor de la Corte Suprema, puesto que determinadas decisiones judiciales enuncian 

límites claros a la defensa eficaz, lo cual trae consigo una marcada línea de interpretación. 

Tabla 1 Perspectiva. Corte Suprema sobre defensa ineficaz 

Resolución Fundamento 

Casación 724-2021/Arequipa 

La defensa ineficaz no debe confundirse con alegaciones de 

negligencia atribuida al abogado anterior o con una estrategia 

procesal no aceptada por el tribunal. Esta institución exige una 

demostración rigurosa debido a la gravedad de la ilicitud 

denunciada, y afecta la noción de justo proceso y el principio 

de igualdad de armas, por tanto, no puede aplicarse de manera 

indiscriminada cada vez que se cambia de abogado (Corte 

Suprema de Justicia de la República del Perú, 2021, f. j. 

séptimo). 

 

Casación 310-2020/Puno 

La alegación de defensa ineficaz para abogados de confianza 

solo es válida si el defensor viola claramente las reglas de ética 

profesional o hace planteamientos absurdos, impertinentes, o 

con un grave desconocimiento de los materiales del caso (Corte 

Suprema de Justicia de la República del Perú, 2020, f. cuarto). 

 

Recurso de Nulidad 2340-

2017/Callao 

El derecho a una defensa técnica efectiva se vulnera si se 

comprueba que el órgano jurisdiccional no intervino 

activamente para protegerlo, a pesar de que fuera evidente que 

el defensor carecía de los conocimientos mínimos necesarios 

para una actuación procesal significativa para la situación 

jurídica del imputado o esencial para cuestionar la acusación, 

dependiendo del caso concreto (Corte Suprema de Justicia de 

la República del Perú, 2017, considerando 3.2) 
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Hasta aquí, es claro que la perspectiva asumida por la Corte Suprema, tiene directa 

incidencia en la problemática de investigación, y es que, al decantar por una postura limitada, 

circunscribe un margen bastante estrecho de reclamos por ausencia de una defensa eficaz, es decir, 

es poco probable que una pretensión casatoria alcance buen puerto si es que la interpretación 

asumida establece reducidos pronunciamientos de fundabilidad. Actualmente, la presencia formal 

de un abogado defensor, tiende a convalidar la existencia de una cautela de derechos y garantías 

exigibles en todo proceso penal, restando importancia al despliegue de estrategias que tengan 

como beneficiario al acusado, y esto se materializa con mayor incidencia en el momento de 

abordar la conclusión anticipada. 

En este punto es necesario efectuar un contraste entre el contenido de las decisiones 

judiciales  que aportó la jurisprudencia, e investigaciones académicas sobre la defensa eficaz, así 

es oportuno anotar que desde la posición de Binder et al. (2015), la defensa eficaz tiene como 

exigencia establecer los medios necesarios para que el proceso guarde correspondencia con las 

garantías y el desarrollo del poder punitivo, sin embargo, al materializar este argumento, 

fácilmente podremos advertir que el paradigma dogmático es contrario a la práctica judicial. 

Una de las particularidades existentes en nuestro estudio, es que las pretensiones 

destinadas a cuestionar la defensa eficaz, guardan reducida fundamentación y atención por parte 

de quienes las instan, así como de las decisiones judiciales, lo cierto es que algunas cuestiones 

anuncian su decisión en un reducido espacio, e incluso, existen posturas que descartan las 

pretensiones sin analizar el fondo de la controversia. 

Ahora bien, una de las limitaciones existentes en nuestro estudio comprendió el reducido 

acceso a las resoluciones que abordaban conjuntamente el tema de la defensa eficaz y la 

conclusión anticipada. Así las cosas, y a manera de colofón, podemos aseverar que para el 

desarrollo de estudios e investigaciones futuras se obtenga una búsqueda mayor en cuanto a las 

unidades de estudio, a través de la autorización de la Corte Suprema de la República. 

Objetivo específico 1: Presupuestos de la defensa eficaz 

Abordar el primer objetivo específico referido a los presupuestos de la defensa eficaz, 

resulta ser una tarea encomiable, no sólo porque la jurisprudencia ha establecido parámetros 

circunscritos a escenarios específicos, sino además, porque incluso a nivel convencional se han 

decantado por directrices generales para poder analizar la existencia o ausencia de la defensa 

eficaz, sin embargo, es oportuno detallar algunos supuestos específicos que innovan en la 

categorización de la institución en comentario, basta anotar las decisiones establecidas a 

continuación: 
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Tabla 2 Jurisprudencia. Presupuestos de la defensa eficaz 

Resolución Fundamento 

Casación 1052-2021 Ayacucho 

La presentación de medios de prueba depende de la estrategia de 

defensa adoptada, y no toda negligencia del abogado implica una 

defensa ineficaz. Si el abogado no presentó pruebas para reducir 

la pena, no se considera una defensa ineficiente si participó 

activamente en el proceso y utilizó los recursos legales 

pertinentes... No se puede alegar defensa ineficaz simplemente 

porque otro abogado podría haber obtenido mejores resultados 

(Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, 2021, 

considerando 2.3.8.). 

 

Recurso de Nulidad 1432-2018 

Lima 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos sostiene que la 

discrepancia no sustancial con la estrategia de defensa o con el 

resultado de un proceso no será suficiente para generar 

implicaciones en cuanto al derecho a la defensa, sino que deberá 

comprobarse una negligencia inexcusable o una falla manifiesta... 

Identificándose los siguientes supuestos: a) no desplegar una 

mínima actividad probatoria; b) inactividad argumentativa a favor 

de los intereses del imputado; c) carencia de conocimiento técnico 

jurídico del proceso penal; d) falta de interposición de recursos en 

detrimento de los derechos del imputado; e) indebida 

fundamentación de los recursos interpuestos; y f) abandono de la 

defensa (Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, 

2018, f. décimo). 

 

Recurso de Nulidad 2925-2012 

Lima 

El imputado no tuvo una defensa efectiva, ya que recibió 

información jurídica errónea de su defensor, quien lo indujo a 

aceptar los cargos de manera incorrecta... Dado que el imputado, 

con educación primaria incompleta y dedicado a la agricultura en 

Huanta, fue inducido a error, su aceptación de los cargos no puede 

considerarse espontánea y voluntaria... Este error afecta la validez 

jurídica del procedimiento de conclusión anticipada del debate 

oral (Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, 2012, c. 

tercero). 

Ahora bien, los presupuestos de mayor recurrencia en relación a la defensa ineficaz son 

materia de debate en base a argumentos de relativos a la estrategia de defensa, la elección del 

abogado, la participación del órgano judicial, el ofrecimiento de pruebas, la negligencia procesal 

y la actuación activa más allá del mero formalismo. Con este panorama, las decisiones de los 

juzgados han procurado determinar una serie de parámetros o criterios judiciales que 

circunscriben la cuestión de la defensa ineficaz a un debate más especializado. 

La existencia de condiciones mínimas para la preparación y despliegue de una estrategia 

con la suficiencia de refutar la imputación penal, pues uno de los cuestionamientos más común 

se refiere al espacio reducido brindado por la autoridad judicial para el desarrollo de una estrategia 

de defensa o el estudio del caso. Hasta aquí, debe quedar en claro que la elección de la estrategia 

obedece a un consenso entre el acusado y su abogado defensor, es necesario puntualizar esta idea 

puesto que aquella circunstancia carece de objeto para ser considerada un presupuesto de la 

defensa eficaz, es decir, la estrategia por la que decante el acusado —aun cuando sea infructuosa 

para sus intereses— no cataloga para ser considerada como una manifestación de defensa ineficaz. 
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Por otro lado, ha de entenderse también que una de las exigencias que establece la 

jurisprudencia es la participación activa de la autoridad jurisdiccional, en buena cuenta, lo que 

cautela dicho criterio es una actitud activa del juzgador, a efecto de identificar deslices en el 

ejercicio del interés del acusado a través de su defensa técnica. Complementariamente a este 

punto, es preciso mencionar que tal perspectiva tuitiva no es absoluta, en tanto, referidas 

actuaciones en las cuales exista una negligencia procesal reprochable al abogado, no 

comprendería propiamente una ausencia de defensa eficaz, salvo se evalúe si la actitud no ha 

superado el estándar mínimo de actuación procedimental tolerado por un juzgado de justicia, para 

tal examen es necesario definir el tiempo que tuvo el abogado para formular su defensa a partir 

de la fecha en la cual tomó conocimiento del proceso. 

Las implicancias de estos resultados en torno a la problemática específica, permite 

advertir una seria desatención por parte de ente jurisdiccional por atender los pedidos 

fundamentados en la nulidad de la conformidad procesal en base a una asesoría defectuosa, sin 

embargo, cuando nos abocamos a la razón existente, este parámetro tiene como baluarte el 

principio de actos propios, un sujeto de derecho no puede ir en contra de sus propios actos. 

En el entorno académico la tendencia revela que gran parte de los críticos que abordaron 

esta problemática (Nakazaky, 2017), refieren que el remedio procesal sería la declaratoria de 

nulidad en base al conocimiento certero que debería tener todo acusado que se somete a la 

conformidad procesal, sin embargo, al contrastar la información obtenida, se advierte que los 

pronunciamientos de la Corte Suprema, establecen una consecuencia diferente. 

Una de las particularidades que se hallaron en el estudio, es el referido a que tan sólo en 

un caso se declaró la nulidad de las actuaciones por la discrepancia existente entre la declaratoria 

de responsabilidad y el conocimiento previo del acusado sobre los cargos, sin embargo, solamente 

estuvo presente en un caso de todos los analizados, ya que en los demás se rechaza esta 

posibilidad. 

Ahora bien, en una triangulación entre los resultados brindados por la investigación y el 

marco teórico estudiado, ha sido posible determinar los presupuestos circundantes para la 

definición de la calidad de la defensa utilizados en la resolución de casos por nuestra Corte 

Suprema de justicia. No obstante, pese a esta identificación de presupuestos, es claro que la única 

limitación para promover nuevos criterios donde sea pertinente subsumir conductas materiales de 

abogados ineficaces subyace en el estudio material de cada caso presentado, así pues, sucede en 

la realidad que algunas conductas –por si solas– no corresponderán a una causal propia, sino el 

conjunto de actos omisivos y/o comisivos comprendidos como un todo calificarán como un solo 

presupuestos, y en otro casos, por la trascendencia de un solo acto (es decir, las consecuencia que 

acarrea) serán plausibles de ser tipificadas como un presupuesto de defensa ineficaz. 
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Tabla 3 Lista de presupuestos advertidos 

Presupuesto Naturaleza 

Negligencia 

Doctrinal / jurisprudencial 

Medios y circunstancias 

Accionar limitado 

Transgresión ética profesional 

Indefensión material 

Indefensión procesal 

Dominio técnicas de litigación 

Intervención judicial tuitiva 

Jurisprudencial 

Información errónea 

Imprudencia 

Presupuestos CIDH 

Actuación formal y simbólica 

Contradicción material 

Contradicción procesal 

Perjuicio irreparable 

Planteamientos absurdos 

A partir de esta división, podemos determinar que la doctrina proporciona parámetros 

que son plasmados en la jurisprudencia nacional, sin embargo, es la propia actividad de la Corte 

Suprema de Justicia la cual crea propiamente nuevos presupuestos aplicables a las causas que 

revisa. En conclusión, la determinación de la eficacia de la defensa de un abogado defensa se 

evalúa tanto a nivel particular y en sentido paralelo a la jurisprudencia y la doctrina actual. 

Objetivo 2: Parámetros de la conclusión anticipada 

Durante el análisis de la diferentes decisiones judiciales concernientes a la conclusión 

anticipada se ha logrado advertir la existencia de una situación de hecho bastante característica, y 

es que la conformidad propició un escenario de real y absoluto sometimiento a la propuesta fáctica 

contenida en la acusación, sin posibilidad de retractación, aun cuando posteriormente exista 

disconformidad manifiesta, y en ese mismo sentido, la oportunidad procesal en la cual es posible 

instar este mecanismo de negociación es hasta que en el desarrollo del plenario se despliegue 

actividad probatoria, bajo esa perspectiva, se anotan los pronunciamientos siguientes: 

En el ámbito del proceso penal, es crucial garantizar que el acusado comprenda 

plenamente los cargos en su contra: 

En el Recurso de Nulidad N.° 1285-2018, Selva Central se destacó que si el Ministerio 

Público únicamente se limita a reproducir de forma oral los cargos de su acusación escrita, esto 
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no asegura que el acusado entienda completamente los hechos imputados (Recurso de Nulidad 

N.° 1285-2018, Selva Central, considerando 3.2). Asimismo, el Recurso de Nulidad N.° 592-

2022, Lima Sur establece que un juicio de responsabilidad no se basa en pruebas, sino en la 

aceptación libre y voluntaria de los hechos por parte del procesado, con el consentimiento de su 

defensa (Recurso de Nulidad N.° 592-2022, Lima Sur, considerando 4). 

En el Recurso de Nulidad N.° 2692-2014, Ucayali, se determinó que la conformidad del 

imputado y su defensa no fue absoluta, ya que el abogado defensor afirmó que su cliente 

desconocía que tener relaciones sexuales con una menor era un delito; pese a ello, se tomó la 

decisión en cuestión (Recurso de Nulidad N.° 2692-2014, Ucayali, considerando séptimo). De 

igual forma, en el Recurso de Nulidad N.° 1318-2011, Ayacucho, se menciona que en una 

sentencia de conformidad, el juzgador debe realizar una verificación mínima respecto del título 

de imputación, para validar el reconocimiento de cargos (Recurso de Nulidad N.° 1318-2011, 

Ayacucho, considerando cuarto). 

Por otro lado, en casos de conclusión anticipada, el Recurso de Nulidad N.° 916-2018, 

Callao enfatiza que el juez tiene el deber de realizar un control de tipicidad de los hechos, de 

acuerdo con los principios de legalidad y culpabilidad. Esto implica verificar si existe una mínima 

corroboración de que el acusado cometió el delito imputado, sin valorar los medios probatorios 

ni modificar los hechos (Recurso de Nulidad N.° 916-2018, Callao, considerando 4.3). 

Finalmente, en la Casación N.° 879-2020, Cusco, se subraya que no se puede garantizar 

el derecho de defensa si no se permite al acusado expresarse en su idioma nativo y contar con un 

intérprete que le permita entender claramente los cargos y sus derechos en el proceso penal. La 

falta de un intérprete vulnera el debido proceso y el derecho a la identidad cultural, siendo 

inadmisible un conocimiento mínimo del castellano (Casación N.° 879-2020, Cusco, f. j. 

decimotercero). En cuanto al reconocimiento de cargos, la Apelación N.° 17-2022, Huánuco 

concluye que no existe vicio de la voluntad si las expectativas del imputado no fueron acogidas 

(Apelación N.° 17-2022, Huánuco, f. 12). 

Entre los parámetros que establece la jurisprudencia referida a la conclusión anticipada, 

se pueden advertir diversos puntos desarrollados, entre aquellos el conocimiento previo de la 

propuesta fáctica, la oportunidad procesal, la aceptación irrestricta de los hechos, el principio de 

consenso, la mínima corroboración, y por último, la comprensión de los alcances de la 

conformidad procesal. 

Sobre el particular, y atendiendo a la problemática concerniente a nuestra investigación, 

se puede anotar como puntos de mayor relevancia los referidos a la aceptación irrestricta de la 

propuesta fáctica, la comprensión de los alcances de la institución y el principio de consenso. En 

cuanto al primer parámetro que establece la jurisprudencia, fácilmente se puede advertir que uno 
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de los presupuestos de la conformidad procesal es el conocimiento previo y detallado que se tiene 

sobre la propuesta fáctica, es decir, la exigencia material que enuncia esta institución se avoca a 

que el acusado tenga un conocimiento certero sobre los hechos que motivaron su reconocimiento 

y posterior declaratoria de responsabilidad, aunado a este punto debe considerarse también la 

comprensión de los alcances, y es quizá este tema el más álgido puesto que en base a este referente 

es que se denuncian infracciones normativas y eventuales impugnaciones de sentencias 

consensuadas. 

A su turno, merece también nuestra atención, el precepto referido al principio de 

consenso, el cual declara un margen de amplitud en la negociación que realizan las partes en torno 

a la propuesta fáctica y las consecuencias jurídicas, lo cual guarda correspondencia y 

trascendencia con nuestra investigación pues desarrolla un conocimiento oportuno y la existencia 

de un acuerdo validado por los partícipes del juzgamiento, lo cual hace poco probable la 

posibilidad de cuestionamientos futuros.   

Ahora bien, es preciso anotar que los hallazgos permiten advertir que la información que 

se desprende de nuestra investigación tiene incidencia directa en la problemática, puesto que lo 

que postulan las decisiones judiciales es la creación de directrices guía a efecto de imposibilitar 

la ruptura de acuerdos de conformidad procesal. En este punto, debemos enunciar la existencia 

de una correspondencia mayoritaria en lo tocante a estudios e investigaciones previas, puesto que 

la doctrina se inclina a la conservación de los acuerdos existentes entre los partícipes. 

Acontecimiento que no se condice oportunamente con la posibilidad de alegación de defensa 

ineficaz para trastocar el contenido de los acuerdos. 

En cuestión a resultados inesperados, aquellos no se presentaron en este segmento, sin 

embargo, al momento de advertir las limitaciones, lo cierto es que debemos señalar que son 

reducidas las decisiones que superan el filtro de la casación y merecen pronunciamiento por parte 

de la Corte Suprema, en ese sentido, una de las sugerencias que estimamos oportuna es direccionar 

la investigación a la búsqueda de decisiones que focalicen el mecanismos de contingencia ante 

disconformidades de acuerdo sobrevenidas. 

Por lo vertido, entonces, los parámetros atienden a cuestiones tanto materiales como 

procesales, esto nos da a entender que la aceptación de cargos debe ser materia de análisis más 

allá de la propia verificación de la voluntad del acusado, sino, también debe evaluar las 

condiciones procesales en las que se brinda dicha conformidad; esto es preciso en tanto, la 

conclusión anticipada como mecanismo para simplificar el decurso de un proceso penal implica 

la determinación de consecuencias para una persona ignara de las particularidades de una figura 

jurídica tan específica. Dicho de otra manera, los parámetros no se vinculan estrechamente con la 

llana expresión de la aceptación de cargos, sino también, con los demás sujetos del proceso penal, 
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en especial, con la conducta del abogado defensor al ser este quien asiste al acusado para la 

compresión de las consecuencias materiales y procesales de la conformación de hechos y otros 

acuerdos. 

Tabla 4 Lista de parámetros de la conclusión anticipada detectados 

Parámetros Naturaleza de la evaluación judicial 

Conocimiento de la propuesta fáctica 

Acusado Aceptación libre y voluntaria 

Aceptación de imputación 

Comprensión plena 

Informados y explicados por el abogado Renuncia a la presunción de inocencia 

Oportunidad procesal 

Control judicial 

Intervención del órgano judicial 
Principio de seguridad jurídica 

Principio de consenso 

Principio de actos propios 

Con ello, partimos de la premisa que todo parámetro se ajusta a la naturaleza de la 

evaluación, por ende, carece de sustento implicar un estándar de evaluación igual entre los actos 

que comprometen solo al acusado como si aquel fuera un experto en la materia de conformidad 

por la mera instrucción de su abogado defensor, en tanto, tal parámetro (actitud del abogado) 

tendrá un estándar distinto, de igual manera, para la actividad desplegada por el órgano judicial. 

Objetivo 3: Defensa eficaz y conclusión anticipada en el juzgamiento 

Hasta aquí, se ha estimado el desarrollo de cada institución de manera autónoma, las 

particularidades existentes han advertido presupuestos materiales diferenciados, y por añadidura, 

existen claros límites entre una y otra, en ese sentido, es oportuno anotar cómo es que aquellas 

inciden directamente en la problemática objeto de investigación, y no sólo aquello, sino explicar 

cuáles son los efectos al concurrir ambas categorías jurídicas, o lo que es mejor, estudiar cómo es 

que se resuelven los cuestionamientos existentes entre una y otra. 

Durante el desarrollo se nos permitió advertir la contraposición que —no en pocas 

ocasiones— existe entre la conformidad procesal y la defensa eficaz, los hallazgos permiten 

aseverar que existe una relación equidistante y directamente proporcional, es decir, la institución 

de la defensa eficaz incide directamente en el contenido de la conclusión anticipada, una defensa 

formal o figurativa postulará diferentes resultados al interior del juzgamiento, no por aquello ha 

de descartarse la posibilidad que el acusado opte por la conformidad, puesto que una evaluación 

certera es también la aceptación de responsabilidad penal, mientras mayor conocimiento y 
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amplitud de las consecuencias avizora en el juzgamiento, mayor también será la posibilidad de 

utilizar los mecanismos de conformidad. 

Los pronunciamientos jurisdiccionales operan con una mecánica distinta, analicemos este 

escenario:  

Si acaso existe una línea de interpretación por la que ha decantado la Corte Suprema, 

aquella es rechazar las pretensiones que cuestionen la conclusión anticipada desde las alegaciones 

de la ausencia de una defensa eficaz, este escenario es característico de las decisiones judiciales, 

fundamentado en la posibilidad de retrotraer instancias judiciales alegando una asesoría 

defectuosa o eventuales escenarios donde se propicie un resultado diferente, y es que no solo se 

alega la absolución como una posibilidad, sino la reducción del quantum punitivo, e incluso, el 

eventual avasallamiento de la tesis del Ministerio Público. 

El panorama detallado con antelación, no hace sino manifestar una regla preliminar, la 

incidencia de la defensa eficaz en la institución de la conformidad procesal, sólo podrá advertirse 

cuando existan condiciones y circunstancias materiales subjetivas personales que imposibiliten la 

comprensión de los alcances del reconocimiento de responsabilidad, un panorama donde 

meridianamente exista una comprensión de los cargos de imputación, generará el rechazo de 

plano de la conclusión anticipada. La incidencia de la defensa eficaz no apunta a la eventualidad 

de haberse planteado una mejor estrategia de defensa o incluso, la posibilidad de reducir pena por 

el pronto reconocimiento. 

Si realizamos un contraste entre los hallazgos de la investigación y las posiciones de la 

doctrina dominante, vamos a encontrar serias contradicciones en la edificación de argumentos, 

gran parte de las posiciones de la literatura jurídica postula la necesidad de brindar un escenario 

donde el acusado pueda desplegar una estrategia idónea y no solo debido a la necesidad de generar 

contradictorio, sino también porque entienden que esa es una de las características del derecho de 

defensa. Esta aseveración es contraria a lo que propugna la interpretación de la Corte Suprema, 

pero no sólo aquello, sino que arriba al absurdo de considerar que una defensa eficaz solo es 

aquella que se manifiesta cuando se insta un juzgamiento y existe contradicción probatoria, lo 

cual, desde el ámbito práctico claramente queda descartado. 

Resulta palmario que se ha tergiversado el contenido de la defensa eficaz y su incidencia 

en la conclusión anticipada, y es que uno de los resultados que llama poderosamente la atención 

—catalogado como inesperado— es que el grueso de las decisiones que versan sobre pedidos de 

retrotraer en base a la defensa eficaz, son pocas veces fundadas, mientras que un porcentaje mayor 

es las que estimaron el rechazo. 

Finalmente cabe precisar las limitaciones que se tuvieron en el desarrollo de este estudio, 

como es en efecto, la pocas referencias jurisprudenciales y la ausencia de un banco de 
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sistematización existente a nivel de decisiones de la Corte Suprema. En este punto nos permitimos 

sugerir que futuras indagaciones atiendan hallazgos en instancias superiores específicas. 

Objetivo general: Estándar de la defensa eficaz en la aceptación de cargos a través 

de la conclusión anticipada. Una crítica desde la jurisprudencia de la Corte Suprema 

El estándar de defensa eficaz en el Perú, como lo muestra la Casación 724-2021/Arequipa 

(trece de junio de 2022) y otras decisiones relevantes, exige elementos objetivos contundentes de 

negligencia grave o errores manifiestos para que se considere transgresión al derecho a la defensa. 

Esta definición restringida surge con el propósito de evitar el abuso de reclamos de ineficacia 

defensiva como una estrategia dilatoria o de reversión de sentencias, sin embargo, tal estándar 

plantea un desafío considerable para los acusados, que en la práctica se ven impedidos de 

impugnar decisiones que eventualmente serían influenciadas por una asesoría jurídica defectuosa 

o insuficiente. 

En esta línea, la Corte Suprema insiste en que los desacuerdos sobre la estrategia del 

defensor no constituyen, en sí mismos, una defensa ineficaz, salvo que se prueben evidentes o 

violaciones éticas graves, como quedó establecido en la Casación 310-2020/Puno (dos de octubre 

de 2020). Esta postura, aunque legítima para mantener la eficiencia procesal, plantea un problema 

estructural al elevar demasiado el umbral de lo que se considera una defensa ineficaz, puesto que, 

en la práctica jurisdiccional, se corre el riesgo de validar representaciones deficientes siempre que 

el abogado haya tenido una intervención formal en el proceso. 

Sobre el particular, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido en el 

caso Ruano Torres vs. El Salvador (5 de octubre de 2015) que una defensa eficaz requiere que el 

acusado no solo esté representado por un abogado, sino que este cumpla un rol activo en la 

protección de los derechos procesales de su patrocinado. Este criterio es clave para entender la 

diferencia entre defensa formal y defensa efectiva, donde la mera presencia de un abogado no 

garantiza la tutela adecuada de los derechos fundamentales del imputado. No obstante, el sistema 

peruano, a pesar de seguir estos lineamientos, ha desarrollado una tendencia restrictiva que 

minimiza la intervención judicial en la valoración de la eficacia de la defensa técnica. 

La Casación 408-2021/La Libertad (veintitrés de setiembre de 2021) es muy gráfica para 

advertir la afiliación a la postura limitada respecto al análisis de la defensa eficaz, pues al 

circunscribir su evaluación a casos extremos de negligencia evidente, descarta otros factores que 

podrían afectar seriamente la representación del acusado, tales como la falta de una estrategia bien 

estructurada o la incapacidad del abogado para evaluar y emplear correctamente los recursos 

procesales disponibles. 

Uno de los argumentos centrales para mantener el elevado estándar es el temor a que se 

haga un ejercicio abusivo del derecho, específicamente del concepto de «defensa ineficaz» como 
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una estrategia para revertir sentencias condenatorias legítimas o prolongar innecesariamente el 

proceso judicial. El proceso penal peruano, —sobrecargado de casos y con limitaciones 

estructurales—, tiende a priorizar la eficiencia procesal por encima de una evaluación detallada 

de las condiciones de defensa, lo que podría ser comprensible desde una perspectiva pragmática. 

Sin embargo, esta postura reduce la sensación de protección al derecho fundamental del 

acusado a una representación jurídica adecuada. El sistema penal está diseñado para proteger tanto 

los derechos de la víctima como los del acusado, y debe existir un equilibrio entre ambos. Cuando 

el estándar de defensa eficaz es elevado es poco probable que una nueva defensa pueda acreditar 

la ineficacia de su predecesor. El simple hecho de que un abogado haya estado presente durante 

el proceso no asegura que se haya cumplido con los principios de igualdad de armas y derecho de 

defensa técnica efectiva. 

El enfoque restrictivo de la Corte Suprema impide a los acusados cuestionar 

efectivamente su defensa técnica, especialmente en escenarios de conclusión anticipada. Como 

se señaló en el Recurso de Nulidad 2925-2012/Lima (veinticinco de enero de 2013), cuando un 

imputado es inducido a error sobre la naturaleza de los cargos, la aceptación de los mismos no 

puede considerarse válida ni voluntaria. En tales situaciones, una defensa deficiente puede tener 

consecuencias graves, incluso si el abogado actuó dentro de los parámetros procesales formales. 

Desde una perspectiva de derechos humanos, el enfoque peruano pone en riesgo el 

derecho de los acusados a una defensa real y efectiva. La jurisprudencia de la Corte Suprema, que 

tiende a rechazar las pretensiones de defensa ineficaz salvo en casos de errores graves, parece 

enfocada en preservar la integridad formal del proceso, pero no garantiza que la defensa del 

acusado haya sido sustancialmente adecuada. 

Es necesario reconsiderar el estándar de defensa eficaz en el Perú, alineándolo con una 

interpretación más garantista de los derechos procesales. Este enfoque no debería centrarse 

únicamente en evitar abusos procesales, sino en asegurar que los acusados reciban una defensa 

activa, técnica y adecuada en todas las etapas del proceso, especialmente en la aceptación de 

cargos. La intervención judicial para garantizar este derecho, como lo sugieren las decisiones de 

la Corte IDH, debería ser más intensa, asegurando que no se cometan errores o negligencias que 

afecten los derechos del acusado. 

En el contexto de la conclusión anticipada, donde el imputado acepta los cargos a cambio 

de una reducción de la pena, es fundamental que el juez supervise adecuadamente que dicha 

aceptación sea libre, voluntaria e informada, como lo destaca la Casación 1052-2021/Ayacucho 

(doce de agosto de 2022). Este control judicial debe incluir una evaluación profunda de la defensa 

técnica, y no limitarse a una revisión superficial de la conformidad con los aspectos formales del 
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proceso, el rol del juez en este contexto es fundamental para evitar que se validen acuerdos 

procesales que pudieran haber sido influenciados por una defensa deficiente. 

El estándar elevado de defensa eficaz debería ser acompañado de una mayor exigencia 

en la capacitación y evaluación de los defensores públicos y privados. Si bien el sistema penal 

peruano garantiza la defensa pública, es necesario que los abogados defensores cuenten con los 

recursos y conocimientos necesarios para representar adecuadamente a sus patrocinados. De esta 

manera, se evita que la defensa formal, pero ineficaz, siga siendo una realidad en los procesos 

penales. El alto estándar de defensa eficaz adoptado por el sistema penal peruano, si bien está 

justificado por la necesidad de evitar situaciones que impliquen el abuso de esta institución y por 

la necesidad de preservar la eficiencia procesal, resulta en una limitación importante del derecho 

fundamental a una defensa técnica efectiva. La jurisprudencia de la Corte Suprema, al restringir 

la noción de defensa ineficaz a casos de negligencia extrema, pone en riesgo los derechos 

procesales de los acusados, especialmente en contextos como la conclusión anticipada, donde la 

decisión de aceptar cargos debe ser plenamente consciente y voluntaria. 

Conclusivamente, es preciso entender que la estandarización de la evaluación de la 

defensa ineficaz en casos donde exista conformidad parte de una premisa general: es inadecuado 

aplicar un solo estándar para la actuación del imputado, el abogado defensor y el órgano judicial. 

El imputado como sujeto de derecho no especializado en la materia tendrá tanta información como 

se le pueda brindar por parte de su abogado defensor y el órgano judicial, pese a ello, esto no 

implica en ningún caso la comprensión de tal, es requerido una verificación sistematizada tanto 

de la información que comprendido y de la que no; de distinto modo, el despliegue del abogado 

como defensor tendrá un estándar más apegado al control de su eficacia para hacer comprender 

al imputado las consecuencias de sus propios actos, y en caso, se verifique que el imputado no ha 

logrado entender las repercusiones de una conformidad procesal, entonces, conviene evaluar si el 

abogado que funge como su defensa entiende tal mecanismo procesal. En instancias superior el 

control de los órganos judicial ciertamente implica si tal órgano ha realizado la evaluación 

señalada. 
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Conclusiones 

Primera: El análisis de la jurisprudencia de la Corte Suprema nos permite advertir la 

existencia de dieciséis (16) presupuestos —no copulativos— que deben presentarse para estimar 

la existencia de una defensa técnica eficaz, sin embargo, cierto es también que cada componente 

atenderá al análisis del caso concreto y el perjuicio irreparable ocasionado al procesado, en ese 

sentido, es posible anotar que las categorías de la defensa eficaz asumen una perspectiva 

eminentemente valorativa al interior del juzgamiento. Un dato complementario a este punto es el 

reducido número de pretensiones que han alcanzado la declaratoria de una defensa ineficaz, 

puesto que más allá de considerase un tema probatorio, lo cierto es que este escenario funciona 

como un esquema de operatividad procesal antes que de cautela o control judicial tuitivo. 

Segunda: Durante el análisis de la jurisprudencia de la Corte Suprema, se identificó la 

presencia de diez (10) presupuestos necesarios —copulativos— a efecto de establecer la 

existencia de una conclusión anticipada valedera, entre aquellos es posible advertir tres con mayor 

primacía como son la aceptación irrestricta de los cargos objeto de imputación, el conocimiento 

pleno de la propuesta fáctica, y la comprensión de los efectos que determina el mecanismo de 

conformidad. La revisión de las decisiones judiciales permitió concluir la existencia de diversos 

cuestionamientos a esta modalidad de justicia negociada, principalmente por encontrarse ausente 

la comprensión plena de los efectos e implicancias de esta institución.  

Tercera: Una perspectiva conjunta de ambas instituciones, permitió establecer que la 

relación existente entre ambas —conclusión anticipada y defensa eficaz—, es un binomio 

constante en la dinámica del juzgamiento, en ese sentido, y a diferencia del paradigma ordinario, 

es posible aseverar que mientras mayor sea la simplificación y declaratoria de responsabilidad, 

mayor también será la existencia de una defensa eficaz que pronostique y comunique los efectos 

y eventualidades de la conformidad. 

Cuarta: Establecer un estándar de defensa eficaz en la conclusión anticipada es una labor 

considerablemente ardua, y lo cierto es que el estándar atenderá a la naturaleza jurídica del caso 

concreto, sin embargo, el análisis permite aseverar la concurrencia mínima necesaria de tres 

exigencias que se erigen como garantías de validez de la defensa eficaz al interior de la conclusión 

anticipada, la primera, el traslado de información que realice la defensa técnica al acusado de los 

efectos y alcances de la conformidad procesal, la segunda, la aceptación libre y comprensión plena 

de la imputación en sus componentes, y por último, el control judicial tuitivo concerniente al filtro 

de tipicidad y mínima corroboración. 
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Recomendaciones 

Primera: Las decisiones de la Corte Suprema han establecido diversos parámetros para 

anunciar la existencia de una defensa eficaz, sin embargo, gran parte de los pronunciamientos 

sólo enuncian las categorías jurídicas, en ese sentido, es recomendable brindar contenido 

estableciendo doctrina jurisprudencial y así propiciar directrices que operativicen la defensa 

eficaz, y, en consecuencia, disminuyan las pretensiones carentes de fundamento. 

Segunda: Actualmente existe un uso constante de la conclusión anticipada del 

juzgamiento, y los parámetros que estableció la Corte Suprema, se han flexibilizado en instancias 

de mérito a efecto de simplificar el procedimiento, promoviéndose una comprensión objetiva de 

los efectos y alcances de la conclusión anticipada por lo que es recomendable una promoción de 

este mecanismo desde los partícipes directos del juzgamiento —acusados—. 

Tercera: El análisis ha permitido advertir la relación directa existente entre la defensa 

eficaz y la conclusión anticipada, sin embargo, lo cierto es que también se ha evidenciado la 

necesidad de un control judicial tuitivo, en ese sentido, es recomendable establecer líneas de 

participación activa a cargo del órgano jurisdiccional, en ese contexto, es preciso que la mecánica 

del proceso abandone el paradigma utilitarista, y asuma una perspectiva integradora y cautelosa 

de derechos. 

Cuarta: Una de las acciones orientadas a establecer un claro panorama en torno a valorar 

el estándar de la defensa eficaz y la conclusión anticipada es la implementación de indicadores 

específicos para medir la eficacia de la defensa en casos de conclusión anticipada. Estos 

indicadores deben ser aplicables en diversos contextos y permitir una evaluación objetiva y 

cuantificable, y una vez obtenido la data correspondiente, podremos intensificar la investigación 

sobre las consecuencias e incidencia del reconocimiento de responsabilidad en cuanto al 

despliegue de una defensa eficaz y la conclusión anticipada. 
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